



      [image: cover]










      [image: portadilla]




 	

	    

            



			 


				

			



			A la memoria de Raúl Alfonsín,   


				

			Carlos Nino y Andrés D’Alessio 


			

		


		

		

		  

		  

		   




			 




			 




			Esta segunda edición de Los hombres del juicio permite incluir diversas correcciones a errores de transcripción. En particular, la rectificación incorporada a la página 249 (epub), alusiva al Dr. Luis F. Niño, aclara una desafortunada confusión de la primera edición. La trayectoria profesional del Dr. Niño, puesta de manifiesto desde su cargo de Secretario de un Juzgado de Instrucción durante la dictadura, y su permanente compromiso con la defensa de las garantías constitucionales y el respeto a los derechos humanos, está más allá de cualquier duda, y así quería dejarlo expuesto, con las excusas que corresponden. Fdo. Pepe Eliaschev 




			

	    


	 	

	    

            



			 




			PARA MENCIONAR SOLO  




			
ALGUNAS RAZONES 




			



			 


				

			



			—Carlos, encantado me lanzo a terminar el libro, hacerlo, pero no puedo y no quiero si no aclaramos, aquí mismo, un par de cosas. 




			—OK, ¿cuáles? 




			—Lo primero es que el libro lo hago yo. Diré lo que quiero. Ése es el trato, el marco sobre el cual vamos a trabajar. ¿Entiendes eso? 




			—Sí. 




			—¿Entiendes lo que me estás cediendo? 




			—Mi vida. 




			—Tu historia. 




			ALBERTO FUGUET, Missing (una investigación) 


			

		




			



			 




			¿Tienen propietario las historias? ¿De quién son y cómo se las podría reclamar como propias o contarlas como uno considera que deben ser relatadas?  




			Pienso en esto hace varios meses, desde que en un llamado telefónico uno de los protagonistas de este libro me invitó a tomar un café en su estudio, “para hablar de una idea”. El anuncio apantalló mi ansiedad pero enseguida me mortificó pensar que tal vez me quería ofrecer una candidatura política. 




			No hubiera sido la primera vez; en tres ocasiones anteriores me propusieron candidaturas a cargos importantísimos de representación por voto popular y esta ocasión sería apenas la cuarta, una más. Pero el resultado para mí sería similar. Le diría que muchas gracias, pero que no. Explicaría que amo la política democrática, pero que participar de ella de manera partidaria es incompatible con el oficio al que le he entregado toda mi vida. Que no soy adecuado, no sirvo para eso y además soy demasiado rígido, algunos dirían estructurado, para la sombría rutina de masticar sapos. En otras palabras, porque los respeto y necesito, no soy hombre de partido. Así fue como llegué una luminosa mañana del otoño de 2010, con obvia intriga, al sobrio estudio de Ricardo Gil Lavedra en la avenida Santa Fe de Buenos Aires.  




			La ansiedad se esfumó afortunadamente enseguida. Ninguna candidatura. Dirigente político, abogado, hombre de Derecho, este ex integrante de la Cámara Federal que juzgó y condenó a las juntas militares en 1985 quería confiarme un temor, una preocupación y un proyecto. En pocos meses más se recordarían los veinticinco años del 9 de diciembre de aquel año, cuando un tribunal argentino condenó a cadena perpetua a Jorge Videla y a Emilio Massera, y a penas menores a varios de los otros. Me anotició de que los seis jueces (incluido Andrés D’Alessio, quien murió en 2009) y el fiscal Julio Strassera se habían seguido viendo durante este cuarto de siglo. “Siempre supimos que la verdadera historia del juicio no había sido contada y siempre pensamos que algún día la escribiríamos. Pero el tiempo ha pasado y ya es evidente que no es algo que haremos nosotros. Además, no la leería nadie, somos administradores de justicia, juristas tal vez, pero no escritores. Pensamos todos y por unanimidad que la única persona que puede hacerlo sos vos”. 




			Tras el escalofrío inicial y mi silencio de labios apretados, lo miré largamente y no sin cierto desasosiego. Lo que Gil Lavedra me confiaba pegó sobre mi línea de flotación. Desde marzo de 2004, cuando el presidente Néstor Kirchner enunció desde el predio de la Escuela de Mecánica de la Armada que durante veinte años la democracia argentina había hecho “silencio” en materia de derechos humanos y que él venía a pedir perdón por tal supuesta omisión, convivo con una sensación insoportable de injusticia y atropello.  




			Rescatar la historia humana de quienes no cazaron en el zoológico, contar quiénes eran, de dónde venían y cómo condenaron a los mayores criminales de la historia argentina era una maravillosa oportunidad de ajustar cuentas. En mi mirada, sin embargo, me importaba escribir para quienes no pueden saber bien qué sucedió porque eran muy jóvenes o ni siquiera habían nacido. La propuesta se hizo proyecto y el proyecto inició su rodaje, al cabo del cual el lector tiene el resultado en sus manos.  




			León Carlos Arslanian, Ricardo Gil Lavedra, Guillermo Ledesma, Julio Strassera, Jorge Torlasco, Jorge Valerga Aráoz y la familia de D’Alessio soportaron largas horas de testimonio conmigo. Con las herramientas más tradicionales del cronista, exploré familia, estudios, recorrido vital, amores y odios. Éste no es, empero, un libro encargado a pedido; es apenas la respuesta entusiasta a una llamada que entró como mandato en mi vida. Hemos de acometer empresas justas.  




			Las historias son de ellos, pero mía es la mirada y míos los matices; este libro detalla los entresijos de unas vidas comunes a las que una bisagra de la historia puso a decidir cuestiones vitales para este país.  




			No trepido en considerar al Juicio a las Juntas, resuelto y sostenido hasta el final por el presidente Raúl Alfonsín, como la mayor hazaña civil de la historia de nuestra nación. Pero ésta no es una crónica neutral, ni mucho menos; pretende ser verídica y descarnada, pero no ha sido escrita por un fantasma de alquiler. Absolutamente mía es la responsabilidad de las interpretaciones y de los matices aquí percibidos. Quienes prestaron testimonio y las numerosas voces aquí evocadas han tenido el generoso desprendimiento de hablar sin titubeos. Corresponde aclarar que la responsabilidad integral de las interpretaciones, los matices y el contexto es de quien firma este libro. El que admite no engaña.  




			Mis interlocutores tienen, eso sí, una proyección colosal porque concretaron y dejaron como legado para el porvenir de este país y también de otros una decisión jurídico-penal aleccionadora y pletórica de valores. Aquello supuso que una Argentina acondicionada al horror y al olvido no garantizaría más, desde ese momento, la impunidad característica de las sociedades que reiteran sus tragedias, sin pensarlas. 




			Sé que la historia argentina luego trastabilló en marchas atrás y zigzagueos, y hubo indultos canallescos; pero se retomó finalmente el camino de la verdad. También sé que una utilización oportunista, desalmada e inescrupulosa de aquellos hechos por parte del poder político ha sabido confundir y garabatear hoy un sentido diferente de las cosas.  




			Tampoco es ésta una historia lineal. Antes bien, son varias peripecias, personales, subjetivas, reiteradas y sin embargo diferentes. Rayuela política y legal, soporta entradas diversas y se funda en miradas no siempre convergentes. De atrás para adelante o en sentido inverso, ponen negro sobre blanco varias décadas de avatares nacionales. Sobre todo, se organizan a través de la más desconcertante de las conjeturas: en los pliegues decisivos del devenir de un país, seres humanos inesperados y que no sospechan lo que la historia les depara son llamados a asumir una responsabilidad enorme y responden exitosamente al llamado.  




			¿Existe acaso tal cosa como una justicia universalmente satisfactoria? Claro que no, pero ¿cuáles son los grados de compromiso que tolera la decisión de hacer justicia, aun cuando se admita que lo ideal es una quimera adolescente? En los intersticios de lo posible, la Argentina caminó entre mediados de 1983 y fines de 1985 por un doloroso y estrecho sendero, angostado por amenazas, riesgos y debilidades. Ésta es mi convicción desde siempre: en eso, el país salió airoso. En algún mapa histórico mundial, pero sobre todo cuando las polvaredas asfixiantes de esos años amainen, se podrá decir que en una frustrante y cacofónica nación llamada Argentina se administró justicia. 




			Me hice entonces esta pregunta: ¿por qué una sociedad puede permitirse olvidar o devaluar sus logros, atosigada por el mito de una supuesta perfección ante la cual nunca alcanza nada? La Argentina no sabía lo que le sucedía en sus entrañas cuando en 1978 se disputó en ciudades de este país el Mundial de Fútbol y junto a varias delegaciones extranjeras (sobre todo las de Holanda, Alemania y España) llegaron periodistas ansiosos por profundizar las denuncias que desde hacía ya dos años inundaban los medios europeos respecto de truculentas violaciones de los derechos humanos en este país.  




			A partir de 1979 se supo más, tras el viaje de inspección de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA. Pero tampoco demasiado. Imposible catalogar hoy con precisión matemática las cuotas de negación inconsciente debida al miedo, silencio cómplice por simpatía ideológica, o mutismo francamente encubridor, pero notorios intelectuales argentinos recién comenzaron a tomar nota del terrorismo de Estado a mediados de 1981. Recién después del desastre de 1982 en la guerra de Malvinas fue irrumpiendo masivamente en la sociedad una verdad que solo trascendió en todo su horror a partir de la democracia. 




			Pero cuando los hechos terribles fueron conociéndose, apenas a unos pocos se les ocurrió que sería factible que hubiera en el corto plazo una investigación que terminara en juicio y castigo para los responsables principales. Cuando los juicios a los comandantes comenzaron, en 1984, tampoco hubo excesivas esperanzas. El triste y espeso caldo del escepticismo nacional prevalecía como charco inmundo e inmutable. No se podría, sería imposible, era inútil. 




			Sin embargo, los autores mediatos aunque principales de las matanzas perpetradas entre 1976 y 1983 fueron procesados, pudieron defenderse en los estrados y se les administró justicia.  




			No solo se quebró el mantra del pesimismo serial, sino que el peronismo, una de las dos mitades políticas de la Argentina, que hacia la primavera de 1983 se postulaba con atributos muy fuertes para hacerse cargo del poder tras el anunciado final del gobierno militar (que convoca el 18 de agosto de 1983 a las elecciones del 30 de octubre de ese año), ni siquiera soñaba con proyectar u organizar acciones judiciales para conocer la verdad y castigar a los principales responsables de la tragedia.  




			Ese peronismo, patéticamente desplazado en 1976, no se proponía dilucidar nada de lo acontecido, cuando a mediados de 1982 se hizo evidente, tras la caída del general Leopoldo Galtieri, que el país retornaría al sistema democrático. Por eso, sus líderes respaldaron la autoamnistía que se habían prodigado las Fuerzas Armadas antes de las elecciones de 1983. Para la conducción del movimiento fundado por Perón, nada había que averiguar tras esa era de horror, y a nadie sería posible procesar. 




			¿Por qué la Argentina sería diferente al resto del mundo? A medida de que se fue tomando conciencia de que en este país se había consumado un plan criminal desde el mismo corazón del Estado, menudearían las comparaciones con otros casos internacionales, todas ellas aproximativas e imperfectas.  




			La Alemania derrotada de 1945 fue el caso más reiteradamente invocado, específicamente los juicios de Nüremberg, donde los Aliados juzgaron y procesaron a los jerarcas nazis. Una película documental sobre el juicio a las juntas argentinas, estrenada en 2004 por Miguel Rodríguez Arias, se llamó El Nüremberg argentino. Pero los juicios de Nüremberg fueron realizados por la justicia militar de las naciones victoriosas y la Alemania de ese momento era una nación derrotada y ocupada por cuatro potencias extranjeras.  




			La Argentina de 1985 no era un país ocupado. Los jueces intervinientes no representaban potencias extranjeras. Y, claro, los crímenes de la barbarie nazi no pueden ni deben ser comparados con la matanza consumada por los militares argentinos. 




			El otro precedente mencionado, una y otra vez, fue el golpe militar que en 1967 llevó a los coroneles griegos al poder, desde donde se desencadenaría una masiva represión contra las fuerzas democráticas, un régimen que se prolongó hasta 1975. También se alude al caso español. La democracia en España era todavía muy joven en 1985, diez años después de la muerte de Franco, pero el abortado golpe del 23 de febrero de 1981 había permitido recordar que aquella transición solo se pudo consumar gracias a un explícito acuerdo nacional que determinó puntualmente no revisar el pasado, incluyendo, desde luego, no juzgar ni condenar a nadie. 




			Cuando la Argentina comenzó el proceso de enjuiciamiento de los comandantes de las juntas militares, en 1984, el régimen de Augusto Pinochet imperaba en Chile desde hacía ya una larga década y todavía le quedaba por delante más de un lustro de vida, cuando una restauración democrática minuciosamente pactada llevó a los civiles de nuevo al gobierno recién en marzo de 1990, sin que hubiera vestigios de que nadie intentara ni justicia ni castigos.  




			En el mundo tampoco se percibía que fuera posible juzgar los horrendos crímenes de los jemeres rojos en la Kampuchea demencial de 1975 a 1979, donde no menos de dos millones de personas fueron exterminadas como parte de un infierno revolucionario destinado a sentar las bases del “hombre nuevo”.  




			Si en la Unión Soviética ya se presagiaban aperturas liberalizantes a mediados de los ochenta, nadie concebía, empero, que la perestroika pudiera prologar la caída inminente del comunismo. Cuando el colapso se produjo, en 1990, no suscitó juicios ni procesamientos, ni en Rusia ni en las naciones del Este que se independizaban del imperio soviético, cuyas matanzas masivas, gulags y maldades totalitarias no fueron ni remotamente revisadas. Era una revolución de “terciopelo”, como se la bautizó en la Checoslovaquia de Václav Havel. 




			Tampoco se preveía entonces que el apartheid  terminaría prontamente en Sudáfrica. Tras la caída del régimen de segregación racial, Nelson Mandela asumió en 1994 la presidencia de la nueva nación, gobernada por la mayoría negra. Nadie habló de juicios, ni mucho menos de castigos, tras una guerra civil de más de tres décadas; lo único que procuró y logró la nueva Sudáfrica fue verdad y reconciliación. 




			No sucedió lo mismo en la Argentina. En este país surgieron políticos y partidos que prometieron que no habría impunidad y así fue. En el grueso trazo de la historia, el único que importa al final del día, la Argentina resultó un caso aparte, diferente y único. 




			Casi veintiséis años después de los juicios de 1985, sigue siendo imposible encontrar paralelismos o comparaciones mundiales plausibles, aunque sean parciales. En América Latina, Uruguay retornó a la democracia en 1985 y una ley del Parlamento determinó en 1986 la nulidad de la pretensión punitiva del Estado en relación con los crímenes perpetrados en el oscuro período iniciado en 1973 con el golpe de Estado del presidente Juan María Bordaberry. Dos plebiscitos posteriores (1989 y 2009) ratificaron que los uruguayos no irían más allá en la investigación y condena de su pasado y en 2011 se han vuelto a poner en evidencia, en el seno del gobierno de izquierda, las diferencias entre quienes consideran que los plebiscitos han sido concluyentes y no pueden rectificarse y un sector de la militancia que procura reabrir las causas, lo cual finalmente no se producirá. 




			Lo mismo sucedió en Brasil, que recién en marzo de 1990 retornó al pleno gobierno civil, en las primeras elecciones presidenciales directas y libres, luego de veintiún años de dictadura militar y una transición pactada de cinco, sin juicios ni tampoco castigos.  




			En España, más de setenta años después del fin de la guerra civil (1936-1939), se sigue discutiendo si corresponde o no hacer juicios sobre los masivos crímenes del franquismo, aunque los republicanos tuvieran una nada desdeñable, si bien infinitamente menor, cuota de responsabilidad en las carnicerías de aquellos años inclementes. 




			La Argentina juzgó inicialmente a un puñado de culpables, pero eran los principales. Las juntas militares como tales, es decir, como cabezas jerárquicas de las Fuerzas Armadas, fueron encausadas y, al final del camino, seis jueces dispusieron las sentencias. 




			Fueron, claro, mucho menos contundentes de lo que una minoría vociferante exigía. Solo Videla y Massera recibieron condenas de prisión y reclusión perpetuas, de las que los rescató un gobierno peronista en 1990. Espasmódica, la Argentina pasó benevolentemente de la ignorancia de 1976 al despertar asombrado de la conciencia de 1980, y del brutal amanecer de 1982 a la exigencia de castigos masivos y totales en 1983.  




			Un rasgo esencial de esta etapa es que la Argentina de 1985 se regocijó poco y nada con las condenas impuestas por la Cámara Federal a los ex comandantes. En un país que seguramente hubiera seguido gobernado por las Fuerzas Armadas de no haber sido por la calamidad político-militar de 1982 en Malvinas, muchos pasaron a reclamar “juicio y castigo a todos (sic) los culpables”.  




			Un presidente dispuesto a cumplir su promesa de sentar en el banco de los acusados a los jefes mantuvo su compromiso, y al cumplirse el segundo año de su mandato esos veredictos fueron entregados. De hecho, cuando el presidente peronista Carlos Menem firmó sus indultos masivos, los del 7 de octubre de 1989 y el 30 de diciembre de 1990, había en las cárceles, producto de los juicios en los años de Alfonsín y pese a la ley de obediencia debida, 290 presos con proceso fehaciente. Los indultos de 1989 y 1990 los pusieron en libertad. 




			Pero, además de que hubo un presidente que sostuvo el desarrollo de los juicios y su natural desenlace penal, hubo seis jueces que fueron fieles a su mandato y a su juramento y, tras un largo e interminable descenso al infierno, emitieron su fallo.  




			Los seres humanos podemos ser criaturas ansiosas y mercuriales y no es extraño que, tras conocerse los horrores que la investigación permitió verificar,  un  jacobinismo inaceptable fuera de un extremo a otro, pidiendo que, en lugar de juzgar a las Juntas y a los cien o doscientos jefes principales que comandaron esa guerra llamada sucia, fueran encausados millares de militares, desde oficiales de menor rango a los jerarcas más empinados de las tres fuerzas. 




			La historia de esos juicios es la crónica de un logro maravilloso de la Argentina, una proeza civil de cuya consecución muy pocos estaban persuadidos, incluso dentro del propio gobierno del presidente Alfonsín.  




			Esa hazaña no ha sido adecuadamente reconocida por la sociedad argentina. Incluso en ámbitos internacionales, tiene escaso peso específico la dimensión histórica excepcional de los juicios argentinos a las juntas militares, aunque en los medios jurídicos extranjeros la sentencia firmada por los jueces de la Cámara Federal es hoy venerada como materia obligatoria de referencia. 




			Nadie en el mundo hizo tanto, tan rápido y de manera tan contundente. Los veredictos de 1985, cuando en Chile y Brasil gobernaban los militares, en Sudáfrica reinaba el apartheid, Ronald Reagan y Margaret Thatcher eran los líderes indiscutidos de Occidente y el llamado “campo socialista” gozaba aún de agónica vida, son una colosal desmesura argentina. Como suele suceder, es una hazaña poco conocida y mezquinamente asumida.  




			Pero no solo se necesitó de un presidente como Alfonsín para hacerla viable. Los artesanos individuales de esa fantástica afirmación del principio de la justicia y la consecuente derrota de la noción de impunidad fueron magistrados de la carrera judicial, hombres comunes con vidas parecidas y diferentes, pero a los que el azar impulsó a tener que proyectarse como seres extraordinarios.  




			Ésta es la parte más estremecedora de esta historia, la de seis jueces que, con el aporte decisivo de un fiscal excepcional y de una pequeña patrulla de seres indispensables que buscaron y recogieron las pruebas, sistematizaron los datos y averiguaron en los pliegues más tenebrosos del horror para que se supiera la verdad, hicieron lo que tenían que hacer. Es una historia de gente común, argentinos a los que nadie reconocería en el subte, personas que a la hora de priorizar los valores optaron por la decencia y allí se abroquelaron.  




			En una sociedad anhelante, vulnerable a sensualidades diversas, y proclive a las vociferaciones más extremas, seis señores jueces fueron sabios, valientes y rectos. No hay derecho a ignorar esa victoria luminosa lograda tras una batalla civil inolvidable.  




			Por eso este libro. Porque no se concibe que un relato tenga propietarios exclusivos, pero sí hay una historia que clama ser contada en detalle y sin apuro. Si a mí se me convocó para levantar este edificio, a ellos los convocaron hace más de veinticinco años para llevar a cabo una proeza que cumplieron y sigue siendo ejemplar. Dos destinos, dos urgencias, dos compromisos. Lo que sigue es el mío. 




			

	    


	 	

	    

            



			 




			LEÓN CARLOS ARSLANIAN,  




			
COLIMBA INDÓMITO, JURISTA TEMIBLE 




			



			 




			Ese día era apenas un corre-limpia-barre del Ejército argentino cuando le espetó a su superior, un suboficial mayor de la Armada: Si querés arreglar algo conmigo,  vamos afuera, al fondo del playón, y vamos a ver quién es  más macho.  




			No era la primera vez que aquel militar percibía que el cabecilla de los desórdenes era siempre el mismo soldadito. Ese día, el suboficial entró donde estaban los reclutas en su hora de descanso, algunos en la cama y otros en el piso, muertos de la risa, como no podía ser de otra manera a esa edad. Abrió la puerta de golpe y dijo, luego de relojear el panorama de juvenil desorden, “como siempre, soldado Arslanian. ¡Levántese, cuerpo a tierra, firme!”  




			Hoy admite que fue soberbio e ingenuo (a esa edad, cómo no serlo), pero lo cierto es que en ese mismo momento se escuchó a sí mismo, como si fuera otro el que hablaba, responderle mecánicamente al militar mire, aquí,  en medio de este lugar y en nuestra hora de descanso, no le  voy a permitir absolutamente nada. 




			“¿¡Qué dijo!?”, tronó el marino, que no podía creer lo que el colimba le había disparado. Su respuesta fue un balazo verbal: “¡Cuerpo a tierra!” Impávido, Arslanian dobló la apuesta: ¡Cuerpo a tierra, nada! Resultado previsible, desde ese momento la pasaría muy mal y sentaría un precedente, ya que nunca nadie había sufrido calabozo, en años, en ese lugar. Me hizo mierda, porque me sancionaron  por insubordinación. Me metieron en un jeep, me llevaron  esposado y me tiraron en el Liceo General San Martín. Salí  después de estar no sé cuánto tiempo, veintipico de días.  La pasé mal. Entonces, en vez de doce meses, mi servicio  militar tuvo como quince. Así fue su conscripción en el Instituto de Investigaciones Científicas de las Fuerzas Armadas, un laboratorio táctico de comunicaciones dirigido por el Ejército, pero con participación de la Armada y la Fuerza Aérea, quince interminables meses.  




			Lo que hizo ese día Arslanian no fue incoherente con lo que sería su vida posterior y la explicación que da treinta y cinco años más tarde lo pinta de cuerpo entero: el tipo  nos destrataba de la peor manera y estaba ensañado conmigo. Él me había identificado como el líder el grupo, por  mi forma de ser, por ser un tipo no tan genuflexo y sumiso  como tenía que ser. 




			¿Soledad total y rebeldía indómita de este nieto de inmigrante armenio? No tanta soledad. Cuando me arrestaron,  quien me dio una ayuda extraordinaria, de sostén afectivo,  emotivo, se movió, fue a mi casa, avisó a mi mamá y a  mi hermana para que me ayudaran, para que supieran a  dónde había ido a parar, para que me llevaran comida, y  me visitó, fue Julio Nudler, compañero en el servicio militar y queridísimo amigo, cuya muerte lamenté profundamente, a pesar de que en los últimos años, por razones  de la vida de cada cual, no nos dábamos, pero fuimos camaradas entrañables en el servicio militar: Julio Nudler,  ¡qué gran persona! ¡Qué valor, Julio, qué poeta! Era un  gran poeta, ¡qué versos! Qué carácter. Era gran amigo, un  hombre muy inteligente, Julio, de una gran sensibilidad.  Era un economista que escribió un libro sobre el tango  judío. Era extraordinario, Julio. Tenía tal sensibilidad para  la poesía, para la música. Tenía una gran espiritualidad,  Julio. Él tenía una novia y era interesantísimo ver cómo  iba procesando este romance, y tenía tal cuota de romanticismo, tan importante, que yo llegué a decirle a él que  me hacía acordar al libro de Goethe, Las cuitas del joven Werther. Era una cosa extraordinaria. Además, qué buena  poesía escribía. Economista y periodista especializado en esa disciplina, de un rico acervo cultural y una variada trayectoria profesional, Nudler falleció de cáncer en Buenos Aires el 27 de julio de 2005, a los 64 años.  




			Pero antes de la conscripción, Arslanian ya había rendido las condiciones de tiro en el Colegio Nacional de Buenos Aires, un privilegio que entonces se reservaba a los alumnos del establecimiento de Bolívar 263. En el polígono del gigantesco sótano, los adolescentes que lo solicitaban podían dar las diez condiciones con viejos fusiles Mauser. Eran los requisitos mínimos que se les exigía a los conscriptos, una práctica autorizada y que, una vez aprobada, les permitía a los estudiantes universitarios pedir prórroga en la prestación del servicio militar, en aquel momento efectivo a los 21 años. El polígono de tiro del Nacional Buenos Aires estaba a un costado de la pileta de natación y contaba con un instructor. Egresado del Colegio de la Patria y con esas diez condiciones logradas a balazo limpio, el universitario contaría con la posibilidad de hacer el servicio más adelante, para no perjudicar sus estudios. 




			Pero antes de llegar al tiro al blanco adolescente y al calabozo militar, preso por insurrecto, Arslanian tuvo que pasar primero sus seis años en el Colegio, entonces una institución respetada, temida, y —sobre todo— muy prestigiosa. Varios profesores lo influirían de por vida, como Ángel J. Battistesa (me daba cuenta de que estaba frente a  un monstruo y yo lo estaba desaprovechando, era una especie de desesperación que tenía), el extraordinario Carlos Alberto Ronchi March (más allá de esa pátina de hombre  duro, era humano), o la también mítica María Hortensia de Laclau con la que dice haber entablado una excelente relación.  




			Una profesora de Letras como pocas. Yo escribía cuentos,  y ella franqueaba mucho el arroyo para el alumno, y nos  estimulaba. Un día le di cuentos para que los leyera, y ella  los leyó y le gustaron, y tenía muy buena relación conmigo. Laclau era autora de un texto clásico de castellano, junto a Mabel Manacorda de Rosetti. Treinta años después, 1998, ya como ministro de Seguridad en la provincia de Buenos Aires, con Eduardo Duhalde, Arslanian recibe un llamado telefónico de su queridísima profesora. 




			“¿Cómo? ¿Qué?”, dije yo. Levanto el teléfono, y era  ella. Viejita. Obvio. Más que octogenaria, seguramente.  Me dejó sin palabras. ¿Te llamaba para saludarte? ¡No!  ¿Cómo sabía de mi existencia? Me llamaba para contarme  algo que me conmovió. Me dijo que durante todos esos  años había seguido mi trayectoria y que siempre se acordaba de su alumno. ¿Qué me pedía? Estaba muriéndose  en la indigencia, sin tener siquiera un lugar donde lo atendieran hospitalariamente, nada menos que Alberto Mario  Salas, distinguidísimo profesor de Historia Argentina que  languidecía en la miseria1. 




			Estos profesores, Battistesa, Ronchi March, Laclau, eran docentes extraordinarios, pero Arslanian confiesa que un tipo singular, que le llamó poderosamente siempre la atención, era Carlos Blaquier, un profesor de Matemática que daba clase con guantes blancos porque no toleraba el contacto con la tiza y, a la vez, enseñaba en la facultad, como era habitual entonces en el plantel docente del Colegio. Era un dandy, un hombre singular, francamente llamativo. 




			No era el único. Otro muy importante fue Enrique Pezzoni, un tipo de gran finura, un gran intelectual, palabras mayores, un lujo. A los chicos de 12 a 13 años que entraban en primer año, Pezzoni les daba a leer las Ficciones de Borges. ¡Qué nivel había! Por eso, las humanidades me  impactaron mucho, me condicionaron enormemente.  




			A Arslanian le dejaron también una impronta el rigor de docentes de ciencia, como una mujer importante, la  profesora Eva Kurlat, de Matemática, a la que recuerdo  con respeto, porque era una gran docente, o alguien que  me entusiasmó tanto que terminé estudiando Física, como  el ingeniero Cattáneo, un tipo de primera, y otra mujer que lo marcó mucho, por su disciplina, que era una cosa  desconocida, porque era el primer contacto que yo tenía con  el mundo de la ciencia, la doctora Luisa Bracco, que enseñaba Botánica (una mujer singular), así como el profesor de Anatomía Héctor Jorge, director del Instituto Oncológico Ángel H. Roffo, que le hizo estudiar la materia con el compendio de Testut y Latarjet que se usa en la Facultad de Medicina. ¿Era entonces León Carlos Arslanian un buen alumno? La verdad es que más o menos. Era muy bueno en Psicología (tuve un gran profesor, Ariel Bianchi) y sobresaliente en Literatura e Historia (Roberto Oscar  Fraboschi era muy bueno), pero sí, se llevaba materias.  




			Como para muchos al cabo de una vida, para Arslanian hoy resulta una cosa ridícula cómo la admiración por un profesor lo arrastraba a convertirse en buen alumno e interesarse en la materia, pero después, en otras que no me  interesaban, no había nada que hacer. 




			Pero en materia de fama, entre los compañeros de colegio del futuro juez de la causa contra las juntas militares, pocos tan notorios como Horacio Verbitsky, cuyo padre Bernardo escribió su famosa novela Villa Miseria también es América, publicada por Editorial Sudamericana en 1957. Arslanian se sentaba con Verbitsky en la misma división cuando ambos cursaban en el turno tarde. Faltaban todavía algunos años para que muchos jóvenes egresados del Colegio (Abal Medina, Firmenich, Ramus) secuestraran y asesinaran a Pedro Eugenio Aramburu en mayo de 1970, pero sin embargo esa generación, de la que forman parte él y Verbitsky, para él fue un desastre. Porque murieron, desaparecieron, emigraron. Apenas un puñado de tipos queda. 




			Antes del pregnante legado del Nacional Buenos Aires y de la primera mojada de oreja a un miembro de las Fuerzas Armadas, para el niño Arslanian su escuela primera en el Colegio Cardenal Copello, en calle Nueva York al 3500 de Villa Devoto, no sería algo fortuito. De padre ortodoxo armenio y madre católica española, Carlos fue inscripto en una escuela católica regenteada por los hermanos menesianos, una comunidad moldeada en las enseñanzas del sacerdote bretón Jean-Marie de la Mennais (1780-1860) (la  folletería colegial sostiene que “acompañan a los niños y  jóvenes en su crecimiento como ciudadanos constructores  de una sociedad justa y solidaria. La escuela se funda en el  respeto a la persona y en el amor y en nombre de Dios la  educación pone freno a la miseria y a la desigualdad”). Un 80 por ciento de los armenios son ortodoxos y un 15 por ciento católicos (los fieles de la Iglesia Católica Armenia Nuestra Señora de Narek, de Charcas y Salguero), y un porcentaje menor son evangelistas.  




			Hay una cosa muy curiosa que pasa con la colectividad  armenia, porque, en realidad, la catedral es la catedral de  todo el mundo, seas católico, ortodoxo. El Copello me dio  una educación católica y tomé la primera comunión. Nunca  fui observante, hasta el día de hoy. Honestamente, siempre  fui de creer en Dios, pero soy un católico no practicante  y tengo las contradicciones que puede tener un tipo muy  racionalista. 




			Tras seis años en sus claustros, Arslanian egresó del Nacional Buenos Aires en 1961, cuando sobrevendrían tiempos difíciles. Su padre enfermó y a su muerte tuvo que hacerse cargo, con solo 21 años, del negocio de tintorería que quedó como herencia, junto a su hermana mayor.  




			Me tuve que hacer cargo del negocio de mi papá, primero y principal, porque él tenía empleados y también para  tratar de mantener la economía de la familia. Mi papá era hijo de inmigrantes armenios, argentino de primera generación. Llegaron a la Argentina huyendo del genocidio. Mi  mamá era argentina, hija de españoles. Yo quería ayudar  a mi mamá, mi hermana era docente, mientras ya había  comenzado la carrera de Abogacía en la Universidad de  Buenos Aires.  




			Aunque sabía que iba a estudiar Derecho, las opciones en esa época tenían un grado de convencionalidad enorme y él admitía una clara inclinación hacia lo relacionado con humanidades. Típico producto de “el Colegio”, buen lector, interesado en la política, Derecho sería en definitiva una carrera funcional a sus intereses. 




			Quise entrar a Tribunales, pero me rebotaban por todos lados. Me decían que solo podría hacerlo si tenía un padrinazgo, para que me tomaran como meritorio, porque no entraba cualquiera. Me dijeron que me tenía que inscribir en varios lugares. Un día voy a la Cámara del Crimen, y lo que pasó marcó mi vida y mi carrera. Me atiende un funcionario y me pregunta “¿y usted quién es?, ¿quién lo patrocina, quién lo apadrina?”. Le respondo que “a mí no me apadrina nadie, vengo a inscribirme porque creo tener condiciones para lograr un puesto”. Me responde “mire, no pierda el tiempo, porque si no tiene un padrino, acá no entra, no entra cualquiera”. Algo desconcertado, camino unos metros, y veo junto a una puerta una chapa dorada muy grande, en uno de los pasillos de Tribunales, que decía “Leopoldo Insaurralde – Juez Federal”. Reconocí el nombre, que sonaba mucho porque era el juez federal 1, con competencia electoral. Aparecía en los diarios, era muy respetado, había sido nombrado por el presidente Arturo Frondizi y en esa época los jueces federales eran muy respetados. 




			Golpeo la puerta, yo con mis 21 años. Me atiende un  señor y le digo “mire, quisiera ver al señor juez”. El que me  recibe me mira desde arriba y me responde “¿y usted quién  es?”, le digo “un ciudadano argentino”, “¿cómo?”, “Sí, un  ciudadano argentino”. El tipo me pregunta “¿pero usted  viene porque tiene alguna causa, algo?”. Le respondo “no,  tengo la necesidad de tener una charla con el señor juez que  no va a durar más de cinco minutos…”. Me hacen esperar  un rato afuera y a los diez minutos me hacen entrar. Al  cabo de un rato, se abre la puerta de un despacho imponente y aparece una figura también imponente, la de Insaurralde, que me dice “¿quién es el que me quiere ver?”.  Respondo “yo, señor juez”. Me hace pasar y me pregunta  “¿qué lo trae por acá?”. Le explico rápidamente de dónde  vengo y quién soy. Soy un estudiante de Abogacía, estoy  cursando el segundo año, tengo muchas inquietudes y una  profunda vocación por el Derecho a partir de mis lecturas,  pero he sufrido una terrible decepción hace diez minutos”.  Le cuento lo que me dijeron y agrego: “No pretendo otra  cosa más que la igualdad de oportunidades. Que me permitan mostrarme, ver si sirvo o no sirvo, que me tomen  un examen. No tengo padrino y no creo que pueda conseguir uno. Mi padre era comerciante, mi familia es normal,  de clase media, sin vínculos de ninguna naturaleza. Pero  no creo que ésa sea la condición para que alguien haga  carrera…”. 




			Él me responde: “Mi puerta jamás se cierra para los  hombres que buscan una oportunidad y la merecen. Usted  va a tener una oportunidad. ¿Está en condiciones de dar  un examen?”. Yo no dudo: “Mire doctor, sí, es lo que acabo  de decirle”. “Bueno, muy bien. Yo voy a hacer que a usted  lo convoquen y le tomen un examen. ¿Sabe escribir a máquina?” La verdad, yo no sabía escribir a máquina, pero  respondo “no muy bien, pero creo que en pocos días voy a  estar en condiciones de rendir el examen”. “¿Usted tiene  condiciones para rendir un examen con los temas vinculados a lo que está estudiando?” No dudo: “Desde ya que  sí, me he sacado muy buenas notas”.  




			Dejé mis datos y salí eufórico de ese lugar. Me fui enseguida a la Academia Pitman, en Villa del Parque. Le dije  a la mujer que me atendió que quería tomar doce horas  diarias de escritura a máquina. Me dijo que esa carga horaria era imposible, pero acordé que me dieran clase, me  conseguí una Remington vieja y además de tomar las clases  también me encerraba en mi casa y me quedaba cuatro,  cinco horas diarias tipiando, porque yo no sabía nada. Al  cabo de una semana o diez días, me defendía como para  hacer un papel honorable. Finalmente, me llaman por teléfono para notificarme que me iban a tomar el examen.  En la Secretaría Electoral me atiende la secretaria, Sara  Chávez, que se encargaba de corroborar mi aptitud en  escritura. Y el secretario Trincavelli me adjudica un tema  vinculado con la Teoría del Delito. La mujer advierte mi  nerviosismo, así que le confieso con toda franqueza que me  había preparado en diez días y despliego mi lobby: “Como  usted ve, si en diez días logré escribir así de bien, sería una  lástima que malogre esta oportunidad, que es única. Imagínese lo que puedo aprender a este ritmo, mi aprendizaje  va a ser muy superior”. 




			La mujer dice “bueno, comprendo, claro… claro”. Hice  muy bien la parte del escrito, y luego, el tema adjudicado,  sobre la Teoría del Delito, que manejaba muy bien. Termino todo y como a las dos horas vuelve el secretario. Vi en  su rostro una mezcla de satisfacción con sorpresa. Y me dice  “muy bien, no se vaya, espere acá”. A los veinte minutos  vuelve y me dice “el juez lo quiere ver”. El juez Insaurralde  fue maravilloso. Me dijo: “Joven Arslanian, su examen ha  sido excelente y, como le dije, mi puerta no se cierra para  los que merecen o necesitan. A partir de hoy, o mañana, va  a poder ingresar acá como meritorio. Va a poder tener unos  pesos para cigarrillos, va a ir a una secretaría del juzgado…  pero preste atención”. Me quedé tieso, vi cómo abría un  cajón de su escritorio: “¿Ve este cajón? Todos estos papeles  que se guardan acá son recomendaciones del Ministerio, de  la Corte, de camaristas, etc., a favor de hijos, parientes, lo  que fuere. ¿Para qué? No sé, pero es muy codiciado este  lugar”, y me saluda al final con estas palabras: “Yo para  ser justo, para los que se presenten a esa vacante, que hoy  no tengo, abro un concurso, de modo que usted tendrá que  concursar, Arslanian. Mucha suerte”.  




			Empecé a trabajar, mientras seguía estudiando y pensando en el día del concurso. Pero pasaron como cinco meses  hasta que llegó ese día. Yo ya había progresado en todos los  órdenes. Competí con varios y gané el concurso. Así fue mi  ingreso a la carrera judicial. Para mí el juez Insaurralde  fue un padrino extraordinario y a partir de ahí hice una  muy buena carrera.  




			Como alumno de la Facultad de Derecho, Arslanian tuvo buenos profesores, en un ambiente muy conservador al que no duda en calificar como “muy gorila”. Tenía 22 años, pero ¿ya se definía entonces como peronista? 




			Siempre tuve simpatías y después se asentaron cuando  me convertí en dirigente gremial. Con algunos compañeros,  como Joaquín “Chango” Da Rocha, fuimos delegados gremiales. Representábamos a los miembros del foro federal  como corriente justicialista. 




			Esas dos décadas, entre mediados de los sesenta y la refundación democrática que encabeza Alfonsín en 1983, definieron  perfil, intereses, opciones y temperamento. El hijo de inmigrante armenio que había ingresado a los claustros ilustres del Colegio de la Patria poco después de la caída de Perón, el muchacho de Villa Devoto que se hizo cargo de una tintorería a la edad de ir de levante a los bailes, se fogueó desde abajo en los estrados de una Justicia a la que no se entraba sin recomendaciones.  




			A la vuelta de Perón al país en 1973, el claustro docente de la Facultad de Derecho preservaba todavía su matriz liberal conservadora. Arslanian ya era profesor y jefe de trabajos prácticos cuando se empieza a caldear un formidable cambio de paradigmas. El primer decano “normalizador” en Derecho tras la asunción de Héctor Cámpora como presidente fue Mario Kestelboim, rodeado de militantes de la izquierda peronista dura, como Rodolfo Ortega Peña y Eduardo Luis Duhalde, artífices de un cuestionamiento visceral a la enseñanza del Derecho tal como se daba entonces.  




			En 1974 el doctor Antonio J. Benítez me ofrece ser, primero, juez federal en San Martín y después, juez del Tribunal en lo Criminal de Sentencia. Acepto y soy designado  el 8 de julio de 1974 como juez en lo Criminal de Sentencia  e inauguro el Juzgado de Sentencia. Junto conmigo fueron  designados Eugenio Zaffaroni y Julio Maier. 




			Con la muerte de Perón, una semana antes de esa designación, Arslanian percibió, como todo el país, que la Argentina se sumergía inexorablemente en la orfandad, en medio del agravamiento del terror. Fuertemente conmovido, el joven juez asistió a hechos de una gravedad terrible. Asesinaron a balazos en pleno centro de Buenos Aires al diputado Ortega Peña, parte de una cadena de episodios cada vez más salvajes, con la intensificación de la persecución política y la represión.  




			Empezamos a interponer hábeas corpus. Recuerdo la  desaparición de un matrimonio, que era negada por el  Poder Ejecutivo. Empiezo a recorrer calabozos, pidiendo a  viva voz que cada uno se identifique con su nombre y apellido. Estábamos en el gobierno de la señora de Perón, con  jueces amigos de la policía y jueces de los cuales la policía  se cuidaba, una división impuesta por la propia policía. En  ese pelotón estábamos un grupo de jueces como Torlasco y  Ledesma, que naturalmente no podíamos saber que diez  años después seríamos camaristas en el Juicio a las Juntas,  Esteban Rébori, etcétera. 




			El panorama era desolador, con la progresiva desaparición de las garantías constitucionales. Muchos abogados se enrolaron en las formaciones guerrilleras o trabajaban semiclandestinamente para ellas, como luego acreditaron los secuestros, las desapariciones y los asesinatos de Silvio Frondizi, Mario Hernández y Roberto Sinigaglia. 




			Cuando luego aparecen la violencia y la Triple A, directamente ya era una extraordinaria situación. ¡Cuánta gente tuvo que irse por la Triple A y cuánta no llegó a irse porque la mataron! Se venía la noche… La esperanza pasaba por una salida del poder de Isabel Perón. No era que el partido del gobierno se hubiera desviado hacia un abismo, porque había gente como Antonio Benítez, Ángel Federico Robledo, el propio Alberto Rocamora, Ítalo Luder, que tenían, respecto de José López Rega y lo que estaba pasando, una mirada absolutamente crítica. Pujaban por desalojar a este personaje del poder y retomar de alguna manera el control de la seguridad democrática. Por entonces, ya aparecía el fantasma del golpe… Iba creciendo y generando angustia popular, no aparecía una solución que frenase el golpe. 




			En esos breves años, Arslanian integró un conjunto de magistrados simpatizantes del justicialismo que entablaron un vínculo entre ellos e incluso con aquellos que, sin serlo, ya se revelaban como francos defensores de las garantías individuales y se enrolaban, de alguna manera, dentro de una corriente penal comprometida con la defensa irrestricta de la legalidad, las garantías procesales y los derechos de las personas sometidas a proceso. 




			Teníamos una mirada más acotada respecto del Derecho  Penal, pensábamos que penalizar era la ultima ratio y que  el derecho penal tenía una función accesoria para resolver  conflictos que, en definitiva, no dejaban de ser cuestiones  de naturaleza social. Esto nos hermanaba y emparentaba  de alguna manera, más allá de las ideologías o las pertenencias políticas de cada uno. 




			En ese espacio habrán de ubicarse abogados como Torlasco, Ledesma y el propio Arslanian. Ellos eran apolíticos, pero otros eran justicialistas. El “alemán” Julio B. Maier era radical, Raúl Zaffaroni era peronista y el Negro Oscar Giudice Bravo, que trabajaría para la Conadep y fue luego, por años, juez de instrucción, era justicialista, con origen en el Poder Judicial de toda la vida, y con una militancia bastante significativa. Cuando llegó el golpe de 1976, dentro del grupo peronista estaba Alicia Oliveira, otra militante, mientras que la doctora Carmen Argibay nunca tuvo adscripción partidaria.  




			Si tuviera que caracterizar a Carmencita, diría que era  más bien una mujer muy independiente, de corte socialista,  sin militancia política, muy independiente en todas sus decisiones, bastante dura, poco concesiva, muy franca, muy  directa, y muy frontal. Lo que padece Carmen Argibay a  partir de ese aciago 24 de marzo de 1976 está muy vinculado a estas características suyas, que hacen que grupos  civiles fascistas, que operaban dentro del propio Poder Judicial, se organizaran para el golpe y comenzaran a hacer  listas, marcando a la gente que iba a ser echada o que iba a  correr una suerte peor. 




			Por ejemplo, el Chino Guillermo Díaz Lestrem, un distinguido fiscal, primero secretario federal y después fiscal federal, cuya esposa también era fiscal y militaba, cree recordar Arslanian. Díaz Lestrem estaba vinculado a corrientes de pensamiento revolucionario y lo desaparecieron. Primero quedó a disposición del Poder Ejecutivo y después apareció su cadáver en los bosques de Palermo. En la madrugada posterior al golpe del 24 de marzo de 1976, Arslanian llegó a Tribunales y entró por la puerta de Viamonte, donde prestaba servicios como juez de sentencia, a cien metros del Teatro Colón.  




			Encuentro un corrillo, entre los que estaba Giudice Bravo, su hermano, el Pastito Giudice Bravo, Alicia Oliveira y algunos otros, que vienen a decirme: “Carlos, en la madrugada se la llevaron a Carmencita”. ¿De dónde se la llevaron a Carmencita? Fueron a su casa, le golpearon la puerta. Carmencita era una querida amiga. Nosotros teníamos una mesa, los viernes, donde íbamos a comer, en un restaurante que se llamaba Santa Rosa o algo así, en Talcahuano entre Corrientes y Lavalle. Era una mesa donde comíamos jueces vinculados al peronismo, no peronistas e independientes, como en ese momento era Marcelo García Berro, que era un poco transversal, y en esa mesa eran infaltables Carmen Argibay, Gustavo Costa, que se acaba de retirar como magistrado después de muchos años, Norberto Marconi y otras personas. Allí nos enteramos de que se la habían llevado a Carmencita. Recibimos la noticia con sorpresa, desesperación y angustia. No entendíamos absolutamente nada y no sabíamos dónde estaba. Entonces lo primero que nos preocupó saber era adónde había ido a parar. Por fortuna, ella tuvo muchísima suerte y debería agradecerle mucho, vaya paradoja, a quienes la tenían marcada así, como para que fuese una de las primeras víctimas del golpe de 1976 en el Poder Judicial, porque la tuvieron que blanquear. Poco después supimos que la tenían presa en la cárcel de Devoto, entonces salió un decreto del gobierno que la puso a disposición del Poder Ejecutivo. Lo que salvó a Carmencita fue ese decreto, producto de un movimiento de solidaridad con ella, para el que hicimos todo lo que pudimos. 




			A partir de ese marzo de 1976 empezó una época que Arslanian describe como terrible, con todos los jueces en comisión, mientras las Fuerzas Armadas comenzaban a decidir quiénes se iban a quedar y a quiénes iban a echar; quiénes serían confirmados y quiénes expulsados. 




			Fue una época muy mala, por varias razones. Los que iban a ser echados, no solamente perdían su trabajo sino que, además, quedaban con una especie de mácula, un baldón que podía implicar, para su futuro, una suerte incierta. Si te sacaban, nunca ibas a saber por qué motivo te habían sacado, si porque algún tipo te había marcado o por lo que fuere. Un tipo con algún poder que te tuviera antipatía podía ponerte en la lista de los indeseables, o el grupo político asesor del ministro te marcaba, o podían verte con mayor predisposición a la política. Empiezan a echar gente, y ahí comienza un cisma, un problema muy grande entre los que íbamos quedando, porque todos creíamos que nos íbamos. Llega un buen día en que se publica la lista de los que quedan y los que no quedan, y eso nos produjo un dilema terrible a todos nosotros, a los que quedábamos. Fue un drama, en el sentido de qué pasaba con nuestros compañeros, los que habían sido echados, y qué actitud asumir, en definitiva. 




			El nuevo régimen le asignó a la Fuerza Aérea la tarea de regentear la Justicia, un reparto disparatado y absolutamente burocrático. ¿Por qué le dieron el Poder Judicial? Los militares no lo visualizaban como un frente crítico, como podría ser el movimiento sindical o los medios de comunicación, y eso determinó que a la Fuerza Aérea le tocara manejar a los jueces, aunque en el juicio a las juntas militares se iba a ver que su rol en la represión, al menos en escala, fue casi nulo. En cierto punto del juicio, de las defensas de los comandantes aeronáuticos parece desprenderse la idea de que se plegaron al proyecto represivo con escasa preparación y débil convicción.  




			Cuando buscábamos las responsabilidades, ésta fue una  de las razones, entre tantas otras, de que nos inclinásemos  por la responsabilidad compacta de cada una de las fuerzas,  y no por la responsabilidad conjunta. Entre otros motivos,  porque este tipo, este comandante, ¿qué pito tocaba, si no  aparecía en ningún lado, nunca tuvo idea de nada, y su  fuerza solo tuvo un par de lugares clandestinos de detención de desaparecidos?  




			La Fuerza Aérea manejaba la llamada Mansión Seré, en Morón, donde era tal la laxitud de la guardia de quienes estaban “desaparecidos” allí, que la noche del 24 de marzo de 1978 se escaparon, desnudos, Claudio Tamburrini, Daniel Russomano, Guillermo Fernández y Carlos García2.  




			Es Arslanian quien preside la audiencia en la cual Tamburrini da testimonio, el 7 de junio de 1985. En su declaración cuenta cómo lo secuestraron en su casa de Ciudadela, encapuchado y a los golpes, y cómo tras su rapto le aplicaron tres largas sesiones de tortura con picana eléctrica y una de terrible asfixia por inmersión (el “submarino”), a lo largo de 120 días de cautiverio. 




			La noche de la fuga de los secuestrados de la Mansión Seré, uno de ellos, Guillermo Fernández, el último en descolgarse con frazadas atadas del balcón de su cuarto de reclusión, se retrasó y se unió al final a la patrulla de esos cuatro desesperados, que, barbudos, con su cabellera rapada, desnudos y esposados, recuperarían la libertad para siempre. ¿Por qué la inquietante demora? Porque, con el mismo tornillo con el cual había abierto la ventana, Fernández escribió sobre la pared de la celda la leyenda “Gracias, Lucas”. Lucas (“alto, fornido, morocho”, lo describe Tamburrini en el juicio) era uno de los guardias de ese agujero clandestino manejado por la Fuerza Aérea. 




			Eso no hubiera ocurrido jamás en otra dependencia. No  hemos tenido noticia de ninguna fuga o mínimas fugas de  otros lugares de detención en los que estaban al frente, por  ejemplo, el Ejército o la Marina. La ESMA era tenebrosa,  pero pensar que un tipo se iba a escapar de la ESMA, de  Puesto Vasco o El Vesubio es inconcebible, y acá a la Aeronáutica se le escapaban los secuestrados.  




			Ya en democracia, la Municipalidad de Morón convirtió el predio en que funcionaba la lúgubre Mansión Seré en el polideportivo Gorki Grana, donde funciona la Casa de la Memoria y la Vida. 




			En los primeros meses posteriores a marzo de 1976 la incertidumbre más enigmática empapó a la maquinaria judicial. Todavía no se ha escrito una historia completa y sólida de lo que hizo y no hizo el mundo judicial en los primeros años del régimen militar, aunque hay una gran cantidad de relatos y crónicas sueltos. Sobre todo, impresiona el vacío sobre el cual la discrecionalidad total se apodera de juzgados y tribunales. Listas negras para dirigentes sindicales, periodistas, profesores y actores, pero, ¿y los magistrados? 




			Éste es el gran dilema: los que quedamos, quedamos. Tuvimos la suerte, probablemente, de no haber sido marcados,  o habiéndolo sido quizás fueron desestimadas las razones,  y los que quedamos seguimos administrando justicia en las  peores condiciones en las que uno puede pensar que debía  administrarla. Dentro de las peores condiciones estaba —a  nosotros, los jueces de sentencia, nos tocó después— el tema  de los hábeas corpus y la irresolución que, en todos los casos,  los hábeas corpus tenían. 




			En el turbulento y sanguinario ciclo previo a la reinstalación militar en el poder, el foro judicial exhibió diversas, puntuales y corajudas muestras de gran temeridad, valentía y hasta romanticismo. Después vendría el proceso de depuración, consistente en dejar en la calle a un montón de funcionarios judiciales que quedaban a la intemperie, expuestos a su suerte.  




			Si ya a partir de 1980 se fue desplegando en las principales sedes del exilio (Madrid, París, México DF, Caracas, Barcelona) un fuerte debate, que seguiría en la Argentina y en democracia, sobre el papel de los exiliados y quienes no salieron del país, con imputaciones de valentía y cobardía, el mundo judicial tuvo su propio y singular debate. ¿Presentar un hábeas corpus por un desaparecido o un detenido, animarse a hacerlo o no, arrugar y no hacerlo? ¿Es que acaso había margen para hacerlo sin ser un militante encuadrado, ni un activista, ni tener ninguna otra pertenencia? ¿Se debatía abiertamente en aquella Argentina atravesada de miedo las razones por las que personas perfectamente honorables pudieran dar un paso al costado, por temor a lo que implicaba representar legalmente a un desaparecido, a un activista o a un guerrillero? 




			No cabe duda de que este fenómeno ocurría, pero se daba en el ámbito de la abogacía. Eran muy pocos los que lo hacían, por eso señalo el extraordinario grado de valentía de los abogados profesionales que se animaban, en aquellos tiempos, a presentar hábeas corpus, por el riesgo que esto suponía. Por ejemplo, está el caso de Eduardo Barcesat, un tipo siempre muy consecuente con sus ideas, hombre de militancia partidaria importante en el Partido Comunista. Él y tantas otras personas tuvieron ese rol y presentaban hábeas corpus a favor de personas. El problema era de qué modo acreditarse, porque eso marcaba mucho a quien al presentar un hábeas corpus daba la cara. Es obvio que se presentaron hábeas corpus, como lo hacían Raúl Alfonsín y otros dirigentes políticos y militantes del radicalismo durante la última dictadura militar. Había otros que, sin tener una participación política determinada, lo hacían por razones de conciencia o convicciones de naturaleza personal. Lo que es clarísimo es que, en todos los casos, quien lo hacía asumía el riesgo de que lo marcasen y pudiese, a partir de ahí, tener algún tipo de consecuencia personal. De modo que había un debate y de algún modo, después, con el tiempo, se evidenció esa valentía, esa conciencia profesional y esa responsabilidad de haber presentado hábeas corpus. 




			El ámbito judicial era mucho más crítico, porque lo que  se encontraba eran respuestas negativas y procesos de investigación que se llevaban adelante hasta donde se podía,  tratando de juntar prueba que después tuviese utilidad el  día de mañana. Fue muy bueno, porque si bien con los hábeas corpus no se conseguían resultados, la prueba que  se producía, generada a partir de ellos, después servía para  responsabilizar e identificar a quienes habían actuado en la  detención, o el lugar donde la persona había estado apresada, o lo que fuere. Sería la prueba útil de la que nos servimos después. 




			No había presencia militar física en los juzgados, pero  lo que sí había, me pasó y lo viví personalmente como algo  bastante angustiante, fueron un par de causas en particular.  Una era de un arquitecto que había construido cárceles  clandestinas, y que un buen día apareció, se descubrió, procesado por una cuestión incidental, porque había librado  cheques sin fondo y en la investigación se descubrió esto.  Vino a mí, ya con una prisión preventiva; yo era juez de  sentencia y empecé a recibir enormes presiones para liberarlo, para que tuviera un trato favorable con él. Por supuesto, lo condené a una pena y quedó documentado que  construía cárceles clandestinas para las Fuerzas Armadas.  Trabajaba para ellas. Era un arquitecto que cumplía esa  función, construir lugares de cautiverio.  




			En otra oportunidad me tocó juzgar a un tipo que probablemente tenía grado de capitán y había amenazado  públicamente con su arma a alguien. Una cosa rarísima,  porque había habido intervención policial y quedó la actitud documentada. Asumí la causa y el día que lo cité, el  tipo vino con armas, granadas y traje de fajina. Lo eché del  juzgado, le dije que no lo podía recibir en las condiciones  en las que se presentaba, todo pertrechado. Por supuesto,  también lo condené a cumplir una pena, y respecto de él,  recuerdo que me llamó, o intentó hablar conmigo, el coronel Roberto Roualdes, uno de los militares más pesados  que había.  




			Gente de izquierda, intelectuales y periodistas que permanecieron en el país salieron por primera vez hacia 1980, y comenzaron a leer la prensa del exilio, en una Europa donde se denunciaba fuertemente las violaciones de los derechos humanos y los principales enemigos de los militares eran Willy Brandt, Felipe González, François Mitterrand.  




			En un reportaje al regresar a la Argentina de un viaje convencional a Europa, un connotado intelectual de izquierda dijo: “En 1980 viajé a Europa y unos compañeros me alcanzaron el informe de la OEA. No lo podía creer  (destacado mío). Sabía de la violencia del régimen, pero no me imaginaba la perversidad a la que habían llegado los militares. (...) Quizá por protección, para poder vivir, me negaba algunas cosas...”3 ¿Qué nivel de conocimiento podían tener abogados y jueces, conforme pasaban los años, de 1976 en adelante, de lo que realmente estaba pasando?  




			Primero, cero, y después fuimos sabiendo de cárceles clandestinas, desaparecidos, vuelos de la muerte. Mi conocimiento de esa realidad fue evolucionando progresiva y lentamente. Al principio, los jueces de sentencia no teníamos en nuestros juzgados los hábeas corpus, después los fuimos teniendo. La medida de ese conocimiento, saber qué sucedía, era la que nos daba a nosotros la presentación de hábeas corpus en donde se decía: fulano, un ser querido, el padre, un hermano, el abogado, con las condiciones bajo las cuales alguien había sido sacado de su casa por quienes aparentaban o tenían toda la traza de ser fuerzas de seguridad, militares o policiales, o bien habían desaparecido y no se sabía bien de ellos, en qué circunstancias, y se presentaban hábeas corpus. Respecto de la segunda categoría, en muchos casos podía llegar a suponerse que se trataba de gente que se había ido, incluso sin que su propia familia pudiera saber a qué lugar, por razones de precaución o por lo que fuere. En los casos en los que las detenciones habían sido en las casas de los secuestrados (los más excepcionales) y sí había certeza de que eran fuerzas de seguridad las que habían tomado intervención, eso nos daba la pauta de que esa persona, por lo menos en ese momento, estaba privada de su libertad en algún lugar. En realidad, durante los primeros tiempos, lo que siempre pensábamos o creíamos era que había detenciones clandestinas, que las personas estaban privadas de su libertad en lugares bajo jurisdicción de fuerzas militares y que ése era “el diseño”, por así decirlo, de la guerra o de la modalidad de acción que las Fuerzas Armadas habían ideado. 




			Para muchos, como Arslanian, el punto de inflexión fue en 1979, con la visita a la Argentina del presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tom Farer4, momento en que se hizo públicamente manifiesta la tragedia de las desapariciones.  




			Probablemente haya cosas previas a ese hito, seguro que las hubo, pero lo más concreto y contundente fue lo de Farer, porque se hizo una cola de gente para presentarle sus denuncias e inmediatamente después salió un informe concluyente de la Comisión Interamericana, en el que, además de mencionarse la existencia de las denuncias que se habían recogido, aparecieron mencionados otra serie de documentos de los que no teníamos idea de su existencia y coincidían, siempre vinculados con desaparición de personas. Por ejemplo, nosotros en el Juicio a las Juntas incorporamos, cuando pedimos documentación a Cancillería y distintos lugares, una pieza dentro de la documentación: los reclamos hechos por países extranjeros respecto de ciudadanos argentinos: embajada de España, Francia y distintos países que reclamaban. Además, hallamos una gran cantidad de notas del Episcopado argentino, que le hacían llegar a Videla, donde le decían a la Junta lo que veían con preocupación… Eso no había aparecido en ningún lado. Nos enteramos en el juicio de esos documentos. No tuvo carácter público esa documentación. No es que el Episcopado hubiera hecho una declaración, la llevaron y se la entregaron a la Junta, y después la llevaron a la prensa y algún diario, aunque fuera el Buenos Aires Herald de Robert Cox, la publicó. No se publicó en ningún lado, nadie publicaba nada… 




			Pero un año antes de la visita de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Argentina fue sede del Mundial de Fútbol ’78. ¿Tampoco se sabía a esa altura las cosas que estaban sucediendo, por ejemplo a pocas cuadras del estadio de River? 




			Sabíamos que con motivo del Mundial y de la concurrencia masiva de extranjeros y periodistas a toda la Argentina, en ciertos lugares donde se suponía que podían estar los detenidos, como regimientos militares, muchos de ellos iban a ser trasladados a otro lugar, o incluso que iba a haber gente liberada. No manejábamos otra noticia que la que el común de la gente manejaba al respecto. Me pareció muy fuerte lo de la Comisión Interamericana, y muy importante, porque empezaron a manifestarse también, en alguna medida, los partidos políticos. Fue muy valiente, lo recuerdo muy bien por el apoyo, lo del presidente del justicialismo, Deolindo Bittel, una de las personas que declaró ante la Comisión Interamericana respecto de lo que estaba pasando en la Argentina. Ahí empezó a manifestarse de un modo público, la problemática empezó a tener mayor difusión. Es obvio que en el exterior, las embajadas de esos países o los países con delegaciones diplomáticas en la Argentina difundirían a los diarios extranjeros las cosas que estaban pasando, porque si acá no nos llegaban, no teníamos noticia de esto. 




			Enrolado en la carrera judicial, ascendente y muy enfocada, Arslanian construyó en lo personal un itinerario profesional como jurista en medio de un país despeñado en una violencia demencial, donde lo que menos importaban eran las leyes y los jueces. Hasta que un mediodía de febrero de 1984, con Alfonsín ya en la presidencia, almorzando en la Asociación de Magistrados con el juez federal de la Cámara de San Martín, Hugo Fosatti, vio llegar a Andrés D’Alessio y a Ricardo Gil Lavedra.  




			Estaban muy apurados y necesitaban hablar conmigo  urgentemente. Venían a transmitirme un comunicado del  Poder Ejecutivo Nacional. Realmente me sorprendieron.  Yo estaba planeando salir de la Justicia, a la que pertenecía  desde 1963. Algo imaginaba sobre el ofrecimiento, porque  venía hablando con Jaime Malamud Goti de los proyectos  del nuevo gobierno desde el triunfo radical del 30 de octubre. Hablamos del rol que iba a tener la Cámara Federal. La idea era que sirviese como tribunal de apelación  a las sentencias del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. Me entusiasmó la idea, pero me preocupó mucho  la conformación de ese tribunal. A mí me interesaba saber  quiénes formarían parte de esa Cámara. D’Alessio y Gil  Lavedra no sabían bien qué rol iban a ocupar pero, como  militantes radicales, se veían adoptando un papel político  junto al doctor Alfonsín. Como todo gobierno que se está  armando, ellos no sabían si iban a terminar como ministros  de algo, o quién sabe dónde. La propuesta fue un halago  para mí, porque su decisión dependía en parte de lo que  yo respondiera al ofrecimiento. Al día siguiente, cuando ya  estaba decidido a dar el “sí”, me llamó el flamante ministro  de Justicia, el doctor Carlos Alconada Aramburú, para  formalizar el ofrecimiento. Muy halagado por el llamado,  le expliqué que, honestamente, no compartía sus mismos  ideales políticos. Si bien nunca tuve una marcada tendencia, me simpatizaba el peronismo. Me respondió con lo  que fue una gran actitud de Alfonsín: a él no le importaban  las diferencias. Acepté integrar la Cámara Federal.  




			El presidente Alfonsín no logró —y creo que ahí hubo ingenuidad política o a lo mejor un cálculo demasiado optimista— que el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas hiciera la tarea, como él pretendía que fuese hecha. El Tribunal empezó a funcionar el 28 diciembre de 1983 y tenía seis meses para poder cumplir con su cometido. La primera reunión que nosotros tuvimos con el Consejo Supremo que funcionaba en la calle Carlos Pellegrini y Juncal fue en ese diciembre de 1983. Nos juntamos con el Tribunal para sondearlo, ver qué actitud iban a tener y cómo venía la tarea. Ellos produjeron un hecho inmediatamente, el mismo día que comenzaron las actuaciones militares, al dictar prisión preventiva rigurosa contra Videla. Solo Videla. Creo que a Massera se la dictaron inmediatamente después, pero empezaron por Videla. Esto era promisorio y se suponía que este dictado de prisión preventiva rigurosa debe ser interpretado como que el Consejo Supremo tenía voluntad de actuar. 




			En realidad, era una cuestión puramente formal, como un presupuesto de llevar adelante las actuaciones de acuerdo a la naturaleza de los delitos. Pero nada más que eso, porque, poco tiempo después, nosotros advertimos que los integrantes del tribunal, que eran ocho (tres marinos, tres del Ejército y dos de la Fuerza Aérea) no tenían intenciones de avanzar en la causa. El presidente era el brigadier Luis María Fagés, y los demás integrantes eran los generales Tomás Sánchez de Bustamante, José María Díaz y Rafael Zabala Carbó; los contralmirantes León Mario Scasso, Juan Carlos Fourcade y Juan Carlos Frías, y el brigadier Julio Arnaldo Gómez. Participaban plenamente de la doctrina e ideología que informaba a las Fuerzas Armadas y entre ellos predominaba el Ejército. 




			La reforma de Sapag consistió en que, en el caso de que esta gente fuera renuente a pronunciarse, la Cámara Federal pudiera sacarle el expediente. Gran-reforma-gran. Alfonsín bancó esto y lo aceptó. Pero a partir de ahí, fue distinto el esquema entre lo que había previsto Alfonsín y lo que finalmente, en los hechos, se produjo. Alfonsín tenía una gran capacidad de absorción de los cambios que se iban sucediendo, porque ya no era el Consejo Supremo el tribunal que juzgaría a los comandantes, sino que terminamos juzgándolos nosotros, algo que él no había previsto. Alfonsín preveía que nosotros corrigiéramos, miráramos y juzgáramos lo que haría el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, pero no que tomáramos el caso y reemplazásemos al Consejo Supremo. 




			Todo sugiere que el presidente Alfonsín procesó de manera muy dinámica esa nueva realidad que se ajustaba a su trayectoria y preocupaciones en materia de derechos humanos y a lo que había prometido en su campaña electoral, por lo cual se adecuó a la reforma, pero un hombre como el senador neuquino Elías Sapag, tan moderado y conservador, ¿por qué propició este cambio? Sapag era tío de dos montoneros muertos en 1977, hijos de su hermano varias veces gobernador, Felipe Sapag, y por eso tenía una mirada muy crítica, como familiar de cualquier víctima.  




			Pero si, en ese momento inicial de la democracia, Elías Sapag impulsó, por una parte, un cambio que permitiría técnicamente el enjuiciamiento de los comandantes por los jueces de la Constitución, por otra parte, semanas más tarde le daría al peronismo opositor que dominaba el Senado el voto que necesitaba para abortar el proyecto de ley de democratización sindical que impulsaba Alfonsín, conocido como “ley Mucci” por el ministro de Trabajo radical, Antonio Mucci5.  




			Entonces, de buenas a primeras, nos encontramos con  esa negativa del Consejo Supremo y también se modifica  el artículo 514 del Código de Justicia Militar, en el sentido  de que la presunción acerca de que los militares subordinados que llevaron las cosas adelante estaban actuando  cubiertos por la obediencia debida se transforma en una  mera presunción que admite prueba en contrario. Es decir:  no se permite la obediencia ciega. Esto significa: “Yo obedecí órdenes que debí haberme negado a cumplir porque  eran manifiestamente ilegales”. No me puedo amparar en  la orden de un superior jerárquico cuando se trata de cumplir un mandato manifiestamente ilegal.  




			Nadie duda, y Arslanian tampoco, de que Alfonsín tuvo la flexibilidad y maleabilidad de ir sosteniendo estas situaciones y admitió el avocamiento de la Cámara Federal, que fue totalmente sorpresivo.  




			Esto estaba en contra del esquema o plan inicial que él  había diseñado para revisar el pasado. Bancó esta primera  cosa. Bancó que nos avocásemos nosotros, como finalmente  lo hicimos. Bancó también, finalmente, que el esquema que  había ideado, de agotar la revisión del pasado, del comportamiento de las juntas militares, no fuera el tema que  finalmente prosperó, porque nosotros, en el punto 30 de la  sentencia, dijimos en 1985 que había que investigar a todos  los demás individuos que actuaron bajo las órdenes de los  comandantes, ejecutando los hechos. 




			Alrededor de Alfonsín se tejían historias menudas. Estaba sujeto a ciertas tensiones: por un lado, con su ministro de Defensa, Raúl Borrás, y con Roque Carranza, que tal vez fuera el más atrevido en la materia, pero el más partidario de tirar todo para atrás era Horacio Jaunarena. Había dos tipos que operaban tratando de que las consecuencias no se expandieran, que fuera algo mucho más acotado en lo que tenía que ver con la revisión. Uno era Horacio Jaunarena; el otro era el jefe de la SIDE, Enrique Rossi6. Otros, dentro del ámbito —como Jaime Malamud Goti o Carlos Nino, hasta que murió— acompañaron mucho más las cosas del Tribunal. 




			Nosotros nos retrajimos mucho. Cuando empezó el  juicio, nos cerramos. Ni un solo reportaje, nada con nadie.  No hagamos contacto con nadie, evitemos todo tipo de contacto, dijimos. De alguna manera, los que pudieran existir  se canalizaron a través de Gil Lavedra y de D’Alessio, que  tuvieron una gran independencia y jugaron muy bien en  todo momento y no hicieron nada jamás. Por ser radicales  no podían dejar de poner un oído, pero siempre hicimos  lo que quiso la mayoría y la mayoría siempre fue unanimidad. Ésta es “la verdad de la milanesa”. En ese sentido,  fue un caso también prodigioso. 




			Teníamos un buen vínculo con Strassera, una relación  fuerte. No queríamos, de ninguna manera, que se desdibujase el rol de Strassera, ni que apareciéramos como superpuestos al fiscal. El fiscal era el fiscal, nosotros éramos nosotros. Queríamos preservarnos mucho, queríamos lograr un  grado de independencia frente al fiscal. Queríamos actuar  un juicio con todas las de la ley, ésa es la verdad, y llegamos  a tener cierto grado de sobreactuación en esta cosa febril de  decir: “No van a venir a corrernos a nosotros por izquierda,  a decir que el juicio que hicimos tenía tal o cual tipo de mácula”. Defendimos, por eso, un esquema a ultranza, de respeto irrestricto por todas las garantías y demás, entre ellas,  la prescripción de la acción penal. 




			¿Cuánto tiempo útil tiene el Estado para perseguir a la persona que comete un delito? ¿Lo puede hacer sin herir, in eternum? ¿Se puede condenar a un hombre que cometió un delito a los 21 años, juzgándolo a los 80 años? Como eso suena a disparate y hay una serie de razones de orden práctico, económico, etc., hay un instituto, en el derecho penal, que se llama “prescripción”. Significa extinción de la potestad punitiva del Estado (extinción penal) en un tiempo determinado. 




			Cuando los uruguayos organizaron el plebiscito, en 1986,  el gobierno propuso (y ganó) la extinción de la pretensión  punitiva del Estado, una amnistía. Uruguay no ha podido  o querido juzgar esos hechos. Por eso, en contacto con la  realidad latinoamericana circundante, cada país toma la  solución que mejor conviene, en esto no hay una regla. No  me parece que se pueda imponer a ningún país la fórmula  o el procedimiento que se siguió en la República Argentina,  porque son realidades totalmente diferentes en cada país. 




			Si no se puede juzgar a una persona de 80 años por el homicidio que cometió a los 21… ¿cómo funcionaría ese criterio en los casos donde los crímenes juzgados son “de lesa humanidad”? 




			Nosotros aplicamos el Código Penal con todas las instituciones y la Constitución. El derecho internacional de los  derechos humanos es un derecho dinámico, de permanente  evolución. Sus criterios van avanzando y avanzando sobre  otras situaciones. Por ejemplo, los casos de delitos que se  reconocen ahora como de lesa humanidad son imprescriptibles, pero nosotros no consideramos delitos de lesa humanidad, sino delitos del Código Penal argentino, homicidios.  Es diferente el concepto, porque no trae asociado el delito  de lesa humanidad. En realidad, el concepto de lesa humanidad aparece formulado recién en el Estatuto de Roma de  la Corte Penal Internacional.7 




			Si le pego un tiro a un tipo y lo mato, soy un homicida. ¿Cuándo perpetro entonces un crimen “de lesa humanidad”? 




			Los crímenes de lesa humanidad son aquellos que comete, por ejemplo, el Estado, en contra de los ciudadanos,  por motivos de genocidio, persecución racial, ideológica,  etc., o los que cometen también las asociaciones particulares, es esa gran discusión que hubo en los últimos tiempos  en el Estatuto de Roma, cuando se ataca a grandes poblaciones. Por ejemplo, los que cometía Sendero Luminoso  sobre los campesinos que mataban en Perú eran delitos de  lesa humanidad. Hay una diferencia enorme.  




			Un sector procesista dice que Montoneros también cometió crímenes de lesa humanidad, porque ese debate aparece después del Estatuto de Roma que los define, que fue  suscripto por la Argentina recién el 17 de julio de 1998, y  que no podía darse en ese momento anterior. ¿Por qué nos  habíamos atado tanto a las normas existentes? De hecho,  teníamos razón, porque a las sentencias todavía no les pudo  “entrar” nadie por ningún lado. Nadie pudo decir: “Violaron la Constitución, violaron las garantías”. En la discusión que se plantea permanentemente sobre si se puede  aplicar para atrás el derecho penal, no respetando el principio de la ley ex post facto (o sea juzgar un delito con  leyes posteriores a su comisión), no nos pueden decir nada,  porque aplicamos el Código Penal que existía antes de que  los mismos tipos, los autores, nacieran.  




			Los defensores de los militares alegaron que estaban fuera de sus jueces naturales. Ésa fue la primera defensa.  




			Nosotros dijimos que de ninguna manera, no se los había  sustraído del ámbito de la justicia militar sino que, en todo  caso, el hecho de que estuviese, por un lado, la jurisdicción  militar garantizada, y el hecho de que no funcionase, era  nada más por culpa de sus propios jueces militares; significaba, en todo caso, que nosotros le agregábamos más jurisdicción, más garantías, porque tenían la garantía que tiene  todo ciudadano de ser juzgado por jueces. 




			En este punto, hay un par de preguntas inexorables: el avocamiento, ¿por qué se produjo? ¿El tribunal militar renunció al caso?  




			No es que haya renunciado; es que nosotros le dimos seis  meses y a los seis meses le pedimos un informe de cómo  estaban las cosas. Vimos que, en vez de estar investigando  y recogiendo la prueba útil para acreditar las matanzas,  las atrocidades, los militares estaban juntando todos los  antecedentes ideológicos de las víctimas. Se habían puesto  a investigar a las víctimas y a acopiar información sobre  la ideología de los tipos. Les dijimos: “Por este camino no  pueden ir”. Les dimos un mes más, y cuando vimos que  persistían, les pedimos la causa, y dijimos “Basta, ustedes  no intervienen más, nos avocamos nosotros”. 




			En plan de promover la autoinculpación militar, el presidente Alfonsín creía que la reforma del Código de Justicia Militar (CJM) era una estrategia que tenían las Fuerzas Armadas para que la institución sufriera menos. Para el nuevo gobierno, las opciones para revisar la actuación de las Fuerzas Armadas en el pasado reciente estaban limitadas a juzgar a quienes habían actuado por fuera de los límites del derecho en aquellos tiempos, es decir, a las cúpulas y a casos paradigmáticos, como el de Astiz.  




			Previendo la posibilidad de que el Consejo Supremo de las FF.AA. no cooperara con la autoinculpación, Alfonsín tenía la posibilidad que había abierto “la moción para exceptuar los delitos aberrantes” en la reforma del CJM, propulsada por el senador neuquino Sapag, para poder tener control sobre el desempeño del Consejo Superior de las FF.AA. 




			Alfonsín podría haber vetado la ley de reforma del CJM.  ¿Por qué no lo hace? Esta decisión buscaba, por un lado,  ganar el apoyo de “aquellos que solo habían cumplido órdenes” —algo que Alfonsín “había señalado ya en la campaña—”, y por otro, poder contentar con una vía media  entre “dos verdades” encontradas en la opinión pública  sobre ese pasado reciente, que permitiera que por un lado  algunos pensaran que “el gobierno militar fue un desastre  pero bueno, tales tipos fueron realmente los culpables de los  peores hechos” y otros pudieran sostener que “el gobierno  militar fue necesario o lo que sea, pero [reconocieran] que  a tal general se le había ido la mano acá o que tal hecho  había sido una barbaridad”.  




			Las interpretaciones más veraces explican que los cerebros del tema junto a Alfonsín, Nino y Malamud Goti, proponían de esta forma crear un área gris, donde se pudieran negociar estas verdades, para “poder preservar a las FF.AA. como instrumento militar, y al mismo tiempo (…) restablecer el estado de derecho”. Además, en la visión de Ricardo Gil Lavedra, un juicio expeditivo despejaría el horizonte de las relaciones cívico-militares de “las tribulaciones que Alfonsín tenía (...) acerca de la (...) precariedad que él sentía que tenía el sistema democrático”. 




			Entre septiembre y octubre de 1984 la difusión del informe Nunca Más de la Conadep sirvió de escenario para  la coyuntura en la que la Cámara Federal de la Capital Federal reclamaba la jurisdicción sobre las causas iniciadas a  los miembros de la Junta por delitos de lesa humanidad durante el Proceso de Reorganización Nacional. Este hecho,  si bien decisivo para el cambio del proceso político, no tenía  por qué ser caratulado de “sorpresivo”, ya que la falta de  predisposición del Consejo Superior era un dato que Alfonsín había barajado.  




			Para Arslanian, los juicios marcaron el fracaso de la autodepuración: en sí la sentencia judicial contenía el germen  de autodestrucción de la estrategia de acotación de juicios,  dado que fracasaba en este sentido; la Cámara Federal de  la Capital Federal se había avocado y había hecho el juicio,  pero las Cámaras del interior seguían dándoles prórrogas a  los jueces militares. En consecuencia, los hechos seguían sin  avanzar, y la presión militar, en el sentido de que no se dirimían las responsabilidades, crecía. La presión que se ejercía  al gobierno implicaba acusarlo de que toda la institución  estaba bajo sospecha.  




			Hasta la reforma de la justicia militar, la jurisdicción ejercida por parte de los tribunales castrenses era externa al Poder Judicial. Sus sentencias pasaban en autoridad de cosa juzgada una vez firmes, sin otra posibilidad de revisión judicial que no resultara del recurso extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia. Esa jurisdicción comprendía básicamente los delitos y faltas esencialmente militares, y también todos aquellos que, afectando el derecho y los intereses del Estado o de las personas en general, eran cometidos por militares en actos de servicio militar o en lugares sujetos exclusivamente a la autoridad castrense. 




			A partir de la reforma del CJM de 1984, que recoge un nuevo criterio adoptado por la Corte Suprema, se podían exigir revisiones judiciales de los fallos de los tribunales castrenses. Se instrumentó a través de un recurso ante la Cámara Nacional de Casación Penal8, con intervención obligatoria del ministerio fiscal en todos los casos, requisito indispensable para que quedara firme la sentencia. 




			Por otra parte, dichas enmiendas al CJM limitaron la jurisdicción penal militar en tiempo de paz únicamente a los delitos y faltas esencialmente militares, o sea, a las infracciones que afectaban a la existencia de la institución militar, y que, exclusivamente, eran previstas y sancionadas por dicho Código. Todas las restantes eran competencia de la justicia civil. 




			Ese avocamiento, ese tomar la megacausa y ponérsela al hombro, ¿era solo una cuestión de procedimiento o correspondía legalmente? 




			Acá había una fiscalía, un tribunal y un fiscal que estaban juntos. Hubo como nueve defensores. Varios tuvieron más de uno, abogados técnicos y penalistas que litigaban en el foro, obviamente todos tenían algún grado  de manifiesta simpatía política respecto del proceso militar.  Videla renunció a tener un abogado particular de su confianza, y designó al defensor oficial que pusimos nosotros,  Carlos Tavares, que terminó simpatizando mucho con el  propio Videla. 




			¿Renunciar a defenderse fue una expresión de soberbia? 




			Videla siempre tuvo la idea de que no debía defenderse  de nada, porque lo que había hecho él eran cosas perfectas,  que estaban exentas de la autoridad de los magistrados,  probablemente solo reservadas a Dios y, en consecuencia,  no tenía ningún interés en ser defendido, porque desconocía, en el fondo, la autoridad de los tribunales para juzgarlo. Ése es el porqué. Los demás empezaron desesperados a nombrar abogados, casi todos ideológicamente afines o  simpatizantes.  




			¿Los defensores eran profesionales reconocidos y respetables? 




			Con total franqueza, al que le teníamos reconocimiento  profesional era a Eduardo Aguirre Obarrio9, que defendía  al almirante Anaya. Le teníamos bastante respeto. Pero a  los demás no, porque habían asumido las defensas de que  esto era una guerra, defensas muy de corte argumental militar. Algunos de los defensores que nos parecieron correctos,  porque tenían un papel también cómodo, se esmeraron especialmente en que se viese que su defensa era de carácter  meramente técnico y no petardista: los de la Fuerza Aérea. 




			En el curso de las audiencias, Arslanian interrumpió a uno de estos defensores cuando comenzaba a carear a una víctima, acuciándola con preguntas del tipo: “¿pero usted era montonera?”. ¿Por qué la interrupción?  




			Queríamos evitar que este juicio se deslizase por una  suerte de derecho a justificación por la ideología de la víctima. Entonces, la única manera de impedir esto era que  no se te fuera el juicio, que no permitieras abrir una discusión, porque si no, era lo mismo que estaba haciendo  el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, que estaba  viendo si ese tipo era comunista, o qué sé yo, porque si el  tipo, en definitiva, se probaba que era todo eso, entonces, la  muerte estaba justificada. Vos habías terminado por matar  al mal, habías terminado por matar a un tipo portador de  una ideología perversa que es compatible con acciones de  violencia, y nosotros no estábamos dispuestos a aceptar una  línea argumental de justificación como ésta. 




			Amenazas, presiones. ¿Hubo algún momento especialmente delicado? ¿Alguien se acercó en la calle, llamó por teléfono, esperó en la puerta de calle? 




			No. Tuvimos algunos seguimientos. Yo tuve algún seguimiento, advertido no por mí, sino por el tipo que manejaba, porque teníamos un autito que nos llevaba. Teníamos  un auto que nos había provisto la policía, una barbaridad  propia de la República Argentina. Es terrible lo que pasa.  Si sos un juez de la Nación y necesitás protección o un automóvil, y en vez de dártelo a vos la Corte Suprema de  Justicia, con el chofer judicial, termina dándotelo el jefe de  la Policía Federal con el vigilante arriba, significa que este  Poder Judicial no termina por ser un Poder Judicial. Como  una especie de prebenda, como un gesto de cortesía de la  Policía, por supuesto. Cosas como ésas son las que han contaminado mucho, de manera muy promiscua en muchos  casos, la relación entre los jueces de instrucción, históricamente, y la propia policía.  




			¿Un auto para cada uno de los jueces?  




			No sé si alcanzó a ser un auto para cada uno. Eran unos  coches viejos de los que se había desprendido la policía, estaban más rotos que funcionando. Eso, por un lado. Un  seguimiento como para decir: “Mirá, te estoy siguiendo, sé  para dónde vas”. Llamadas amenazantes, algunas en la  sala, una en el juicio, y después, algunas llamadas a teléfonos que no respondían. Una bomba puesta en la casa de  D’Alessio, en el jardín de su casa, y después nada más. Yo tengo una interpretación de por qué no corrimos más riesgo,  por así decirlo. A mí me parece que realmente ninguna de  esas personas creía, a ciencia cierta, que esto terminaba con  una condena, y que esto iba en serio, que esto no eran los  prolegómenos de una amnistía, y había que volcarse un  poco a la parodia y después se terminaba. Yo creo que éste  era el criterio que manejaba esta gente.  




			¿En el gobierno, no solamente Alfonsín, sabían que venía la sentencia y estaban dispuestos a bancarla? 




			Sí. Porque a medida que fueron ocurriendo los sucesos,  que avanzábamos y demás, vimos que nos íbamos consolidando nosotros, y que si hubiese habido cualquier idea de  neutralizarnos hubiera sido letal, políticamente hablando,  para Alfonsín, porque, así como cuando empezamos lo hicimos sin siquiera saber si íbamos a tener una opinión pública que acompañara… Más bien, cuando empezamos,  la opinión pública era: “Está bien, no te metas con esto.  Demos vuelta la página”. Cuando comenzaron a desfilar… el corazón de esto fue que el juicio fuese oral y público. Cuando empezaron a conocerse los hechos y cuando  empezó la prensa a difundir, y cuando la gente empezó a  tomar claro conocimiento, las cosas cambiaron y nos consolidamos mucho nosotros y fue una gran defensa frente a  cualquier intento de… yo diría, de neutralizar al tribunal. 




			¿El tribunal participó, tuvo plena conciencia, auspició toda esta política que hubo de evitar las tomas de frente, las caras de los ex comandantes? En Cable a Tierra, programa de televisión que se emitía por el canal estatal ATC, como toda una transgresión, se emitieron durante 1985 imágenes, pero en ellas aparecían todos los comandantes de espaldas, porque habían puesto las cámaras atrás del recinto, en una especie de corralito. ¿Fue una decisión política? 




			No estoy tan seguro. Eso no lo manejábamos nosotros, sino el área de radiodifusión o de Secretaría de Medios del gobierno de Alfonsín. Probablemente haya habido ahí un poco también de… uno no quería que se transmitiera el audio. Esto fue filmado pero carecía de audio. Los medios gráficos iban diciendo a las radios más o menos qué cosa iba diciendo cada uno en cada audiencia. La idea era hacer una sordina y evitar un clima de provocación, de crispación. Eso era lo que estaba reinando en ese momento. 




			El decreto 157 del 13 de diciembre de 1983 le dio instrucciones al procurador general de la Nación para que, a través del ministerio público, impulsase la persecución penal de los máximos responsables de las organizaciones guerrilleras. El documento explicita entre sus fundamentos que “la restauración de la vida democrática debe atender, como una de sus primeras medidas, a la reafirmación de un valor ético fundamental: afianzar la justicia; con ese fin corresponde que sea promovida la persecución penal que corresponda en contra de los máximos responsables de la instauración de las formas violentas de acción política, cuya presencia perturbó la vida argentina, con particular referencia al período posterior al 25 de mayo de 1973”.  




			El artículo 1° de este decreto hoy poco recordado individualiza a las personas respecto de las cuales el presidente Alfonsín procuraba su juzgamiento por hechos cometidos luego de la llegada de Héctor Cámpora al gobierno. Eran seis dirigentes montoneros (Mario Eduardo Firmenich, Fernando Vaca Narvaja, Ricardo Armando Obregón Cano, Rodolfo Gabriel Galimberti, Roberto Cirilo Perdía, Héctor Pedro Pardo) y Enrique Gorriarán Merlo, del ERP. 




			El decreto 158 del 15 de diciembre de 1983 apuntó a perseguir y juzgar a quienes, tras el golpe del 24 de marzo de 1976, “concibieron e instrumentaron un plan de operaciones contra la actividad subversiva y terrorista, basado en métodos y procedimientos manifiestamente ilegales”. En esta norma adoptada por un presidente que había jurado hacía apenas cinco días se muestra el criterio de Alfonsín y su diseño estratégico para examinar los hechos de la dictadura militar y juzgar a los responsables de la represión ilegal. Por eso, el histórico decreto 158 establece tres niveles de atribución: 1) los miembros de la junta militar actuante en el período en que duró el gobierno usurpador y los mandos de las Fuerzas Armadas con capacidad decisoria, responsables en su carácter de autores mediatos (art. 510 del Código de Justicia Militar); 2) el inferior cuando se hubiese excedido en el cumplimiento de las órdenes de servicio (atentados contra la propiedad de las víctimas, contra su dignidad y libertad sexual y “contra el derecho de los padres de mantener consigo a sus hijos menores”), y 3) los subordinados cuya responsabilidad se vería “especialmente reducida por las circunstancias de hecho derivadas de la acción psicológica antes destacada, que bien pudo haberlos inducido, en muchos casos, a error sobre la significación moral y jurídica de sus actos dentro del sistema coercitivo a que estaban sometidos”.  




			Para Arslanian, en virtud de este error el grueso de los  subordinados que hubiesen cometido delitos —no importaba su gravedad— quedarían eximidos de responsabilidad. Este esquema se basó, a su vez, en dos normas del Código de Justicia Militar: 1) el art. 122, inc. 1° del Código de Justicia Militar (ley 14.029), según el cual corresponde al Consejo Supremo de las FF.AA. juzgar en única instancia a los oficiales superiores o sus equivalentes de las instituciones armadas, por delitos y faltas esencialmente militares, esto es, cometidos en actos de servicio (art. 108 CJM), y 2) el art. 514 del CJM, según el cual cuando se hubiese cometido un delito por la ejecución de una orden de servicio, el responsable es el superior que hubiese dado la orden, en tanto que el inferior solo responde si se hubiese excedido en el cumplimiento de ella. 




			Una pregunta luce obvia y debe ser examinada: ¿por qué sería la justicia militar la que debería juzgar estos delitos? La explicación de Arslanian es que en los fundamentos del decreto 158 se dijo que “corresponde respetar la competencia de ese tribunal en atención a la prohibición del art. 18 de la Constitución Nacional de sacar al imputado del juez designado por la ley con antelación al hecho”.  




			Se plantea en este punto la cuestión del recurso de apelación y la intervención de la justicia civil, nada menos que la entrada al mundo del ámbito civil, tras la larga noche castrense. Pero sucede que, inmediatamente después de haber sostenido la preeminencia de la justicia militar, el decreto 158 agrega que “sin embargo, dado que el ser juzgado penalmente en última instancia por un tribunal de índole administrativa constituye tanto un privilegio como una desprotección para el procesado, ambos vedados por la Constitución, se prevé enviar inmediatamente al Congreso un proyecto de ley agregando al procedimiento militar un recurso de apelación amplio ante la justicia civil”. Ésa fue la “ventana de oportunidad” incluida en el proyecto de reformas del gobierno democrático al Código de Justicia Militar elevado al Congreso Nacional, que éste sancionó mediante la ley 23.049. 




			Desde luego, el Código de Justicia Militar no preveía ningún recurso de apelación ante la justicia civil, por lo cual automáticamente se validó la necesidad de reformarlo, lo que se concreta con dicha ley 23.049, que se vota en el Congreso el 9 de febrero de 1984, a cincuenta días de haber asumido Alfonsín, se promulga el 13 y se publica en el Boletín Oficial el 15 de febrero. Introduce —entre otras tantas reformas— el artículo 445 bis en el CJM, cuyo inciso 1° establece en contra de los pronunciamientos definitivos de los tribunales militares, en cuanto se refieren a delitos esencialmente militares, un recurso ante la Cámara Federal de Apelaciones con competencia en el lugar del hecho que originó la formación del proceso. 




			Respecto del avocamiento, la otra gran innovación que trajo la referida reforma de la justicia militar fue un agregado al artículo 100 del CJM, que quedó como 100 bis, según el cual si la justicia militar demorase excesivamente la conclusión de su trabajo y pese a las intimaciones y fijación de un último plazo por parte de la Cámara Federal, la situación persistiese, ésta podía asumir el conocimiento del proceso cualquiera “fuere el estado en que se encuentren los autos”. 




			Para el Código Penal argentino la obediencia debida es una causa de “exclusión de la responsabilidad”. Lo dice su artículo 34, inciso 5°. Sin embargo, según la doctrina elaborada alrededor de esa justificación, no puede ser invocada para ampararse por el cumplimiento de una orden cuando es “manifiestamente ilegal”, porque el inferior o destinatario de aquélla tiene un poder de inspección para decidir si la cumple o no. Para los oficiales de las Fuerzas Armadas que participaron de la represión, el gobierno de Alfonsín incluyó en la ley 23.049 una pauta para interpretar este fenómeno, con el propósito de que no se desnaturalizara la regla que desplaza la responsabilidad del inferior hacia el superior cuando tal acto forma parte de una orden de servicio impartida por un jefe a un subalterno (doctrina del artículo 514 del CJM). Para la reforma de febrero de 1984, dicho personal quedaría excluido de toda responsabilidad al actuar sin capacidad decisoria por estar cumpliendo órdenes o directivas correspondientes a planes aprobados y supervisados por los mandos superiores orgánicos de las FF.AA. y por la junta militar en ejercicio del Poder Ejecutivo.  




			Pero esta ley de reforma, deduce Arslanian, introdujo simultáneamente una presunción de legitimidad, salvo prueba en contrario, para lo que apeló a esta fórmula: “A ese efecto, podrá presumirse, salvo evidencia en contrario, que se obró con error insalvable sobre la legitimidad de la orden recibida, excepto cuando consistiera en la comisión de hechos atroces o aberrantes”. 




			En otras palabras, para el articulado de la reforma de la justicia militar, la obediencia debida quedó limitada a aquellos hechos que no fuesen ni atroces ni aberrantes, concepto que no estaba en el proyecto de ley 23.049 tal como el presidente Alfonsín lo había elevado al Congreso.  




			Otro aspecto clave es el referido al juicio sumario. Era evidente que el gobierno democrático quería evitar que los juicios padecieran demoras atentatorias de la estrategia oficial. Por eso, incluye en la ley 23.049 (artículo 10) la determinación de que el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas conozca (intervenga) mediante el procedimiento de juicio sumario en tiempo de paz, equivalente a plazos brevísimos. Por otra parte, se sancionaron también varias reglas para garantizar la defensa en juicio, que dieron mayor elasticidad y amplitud a la actuación de las defensas de los imputados. 




			En el pensamiento de Arslanian, el planteo original de Alfonsín —al cual denomina su estrategia para abordar el tema de los desaparecidos— sufrió importantes alteraciones que lograron un desenlace inesperadamente positivo, porque la ley de reforma fue drásticamente modificada, en función de tres episodios que así lo permitieron. Según él, el presidente Alfonsín se proponía atribuir la responsabilidad a los mandos superiores por la ilicitud de las órdenes, exonerar de responsabilidad a los subordinados que se limitaron a cumplirlas —sin que importara la naturaleza ni entidad de los hechos—, y responsabilizar a los subordinados que se apartaron de aquéllas para llevar a cabo hechos que no guardaban una relación de necesidad con la represión (robos, sustracción de menores y demás) y a los que llamó “excesos no disculpables o justificables” y por los que sus autores debían responder a título personal. No es solo lo que enuncian los fundamentos del decreto 158, porque este argumento se fortalece con las reformas del CJM que el propio Alfonsín impulsó. Las cosas, sin embargo, no funcionaron como se lo proponía el flamante, inexperto y débil gobierno. Frente a la nueva administración se paraba una oposición peronista con mayoría en el Senado. Aun cuando esa oposición no había hecho de los derechos humanos una bandera de campaña, sino más bien al contrario, eludía el tema, objetaba la noción de jurisdicción militar y el argumento de la obediencia debida. Eran varios los diputados que reivindicaban la jurisdicción civil en lugar de la militar. Arslanian subraya que el bloque peronista, y en especial Oscar Fappiano10, “quien en esto seguía a Eugenio R. Zaffaroni”, pretendía reconstituir el Consejo Supremo de las FF.AA. dotándolo de jueces civiles, mientras que el diputado radical Casella11 objetaba la fórmula de la obediencia debida porque temía que quedaran exoneradas las acciones o delitos atroces o aberrantes y proponía que la presunción pudiese admitir prueba en contrario. 




			El proyecto en la Cámara de Diputados prácticamente fue votado tal como el Poder Ejecutivo lo había propuesto, con un par de excepciones: a) la presunción de obediencia, en vez de automática, pasaba a ser potestativa para los jueces, y b) la imposición de un plazo máximo de 180 días para que el Consejo Supremo de las FF.AA. se pronunciase. 




			En un Senado dominado por el peronismo, el nuevo gobierno se estrelló con problemas. El senador catamarqueño Vicente Saadi12 no solo cuestionaba a los tribunales militares, sino que objetaba la fórmula de la obediencia debida por tratarse, en su opinión, de una amnistía encubierta. Por su parte, el senador Elías Sapag13, que representaba al Movimiento Popular Neuquino, planteó tres condiciones: 1) que la ley de reformas atribuyera competencia para la instrucción y juzgamiento directo —no tan solo como instancia de apelación— a los tribunales federales, para el caso de excesiva morosidad o reticencia del Consejo Supremo de las FF.AA.; 2) que la víctima o sus familiares gozaran del derecho de apelación, y 3) que la ley exceptuara de la presunción de error acerca de la legitimidad de la orden a los actos atroces y aberrantes. 




			Lo cierto es que estos criterios prosperaron y, con la aceptación de estas modificaciones, el proyecto de ley se convirtió en la nueva norma legal que reformaba el Código de Justicia Militar. El proyecto original del presidente Alfonsín sufrió, en cambio, dos importantes modificaciones en el Senado, por las cuales la Cámara Federal dejó de ser un mero tribunal de apelación para directamente reemplazar al órgano jurisdiccional militar, instruir y juzgar. El grueso de las fuerzas militares que operaron como fuerzas de represión, en el marco de la impronta manifiestamente ilegal y criminal del plan de represión, quedaron, como resultado, totalmente fuera de lo que Arslanian etiqueta como “el paraguas de la obediencia debida” y, consiguientemente, en condiciones de ser responsabilizados sus cuadros. 




			El plan de Alfonsín que generó un tercer contraste para el gobierno lo terminó por resolver la Cámara Federal cuando dictó sentencia. Vale reproducir el párrafo de los considerandos del decreto 158 de Alfonsín donde se explicita el esquema de responsabilidad por él ideado: “que la existencia de planes de órdenes hace a los miembros de la junta militar actuante en el período indicado, y a los mandos de las Fuerzas Armadas con capacidad decisoria, responsables en calidad de autores mediatos por los hechos delictivos ocurridos en el marco de los planes trazados y supervisados por las instancias superiores (artículo 514 del Código de Justicia Militar); la responsabilidad de los subalternos, que el texto de esa norma desplaza, se ve especialmente reducida por las circunstancias de hecho derivadas de la acción psicológica antes destacada, que bien pudo haberlos inducido, en muchos casos, a error sobre la significación moral y jurídica de sus actos dentro del esquema coercitivo a que estaban sometidos”. 




			Se pregunta Arslanian, ¿quiénes eran los mandos de las Fuerzas Armadas con capacidad decisoria que debían compartir responsabilidades con los miembros de las diversas juntas militares? Se responde: los generales de división, los almirantes y brigadieres generales ubicados inmediatamente después en la cadena de mando de cada uno de los miembros de la junta militar (quienes, a su vez, detentaban el grado de jefe de Estado Mayor de sus respectivas fuerzas). Por fuera de este número reducido de oficiales superiores se cortaba la responsabilidad por “autoría mediata”. Luce de toda evidencia que este criterio de atribución de responsabilidades concebido por el gobierno de Alfonsín derivaba de una estrategia ostensible: reducir el número de encausados para evitar que la cantidad de enjuiciamientos estallara sin control, con miles de procesados. 




			Fue claro que al cabo de largos meses de investigación y audiencias públicas, los hechos perpetrados por las FF.AA. no eran “actos de servicio”, en cuyo cumplimiento se habían cometido delitos. Si hubiera sido aceptado, ese argumento hubiera justificado la intervención de la justicia militar, cuando la verdadera razón de ser del decreto 158, su núcleo conceptual, era que se trató de delitos comunes que debían ser juzgados por jueces civiles. 




			Arslanian está convencido de que, en este punto, la Cámara Federal actuó con prudencia extrema. No cuestionó  la vía elegida por el Poder Ejecutivo (justicia militar y  luego intervención de la justicia civil), que por otra parte  contaba con el aval de la Corte Suprema de Justicia, que  había rechazado los recursos extraordinarios de los defensores de los ex miembros de las juntas militares en cuanto  reivindicaban la actuación exclusiva y excluyente de la justicia militar. Pero rompió el esquema de responsabilidad  que el Poder Ejecutivo se había propuesto y la aplicación  del criterio de la obediencia debida, recuerda.  




			Cuando dictó sentencia el 9 de diciembre de 1985, la Cámara no se opuso a la decisión del Poder Ejecutivo (y también de la Corte Suprema de Justicia) de mantener la jurisdicción militar, pero resolvió denunciar ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a los oficiales superiores a cargo de los comandos de zonas y de subzonas, así como a “todos aquellos que tuvieron responsabilidad operativa en las acciones”. 




			Todo revela, con el tiempo transcurrido, que esa decisión de los jueces terminó resquebrajando el andamiaje construido originariamente. Fue, para Arslanian, el punto de inflexión a partir del cual terminó —tras la anulación de las leyes de punto final y obediencia debida, dos décadas más tarde— por eliminar de raíz la jurisdicción militar, habilitando sin cortapisas la actuación irrestricta de los tribunales federales de primera instancia, quienes son los que vienen desplegando los juicios sobre violaciones a los derechos humanos cometidas por personal militar entre 1976 y 1983. 




			Resulta singular y especialmente significativo, por la clara pertenencia de Arslanian al justicialismo, al que ha servido como ministro en varios gobiernos nacionales y bonaerenses, detenerse en su conmovedora admisión: Quiero verter una opinión personal acerca del rol que le  cupo al doctor Raúl Alfonsín en esta etapa terrible de la  historia argentina. Creo que mostró ser un verdadero estadista y verdadero padre de la revisión del pasado y del  juicio o juicios que se realizaron. Tuvo la extraordinaria  valentía de encarar lo que ninguna otra fuerza política  planteaba —ni qué hablar del peronismo, que prefería el  olvido de la autoamnistía militar— y de absorber con la  templanza que solo pueden exhibir los grandes hombres  de gobierno las sucesivas alternativas que significaban una  mutación de su plan original, disciplinar a esos fines a sus  tropas y ponerle el pecho como pudo a los duros embates  que implicaron los alzamientos militares que bajo coacción  le arrancaron decisiones que luego —tras el gran Juicio a  las Juntas— resultó fácil anular a otros. Además, actuó  siempre con una gran decencia, con altitud de miras y humildad. Mi más cálido reconocimiento a su memoria. 
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